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RESUMEN EJECUTIVO 

 

 
Con la investigación que procede, se realiza un análisis de la Sentencia No. 8-19- 

CN/22 sobre la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 164 del Código 

Tributario, donde se consultó si la frase “arraigo o prohibición de salida del país” sin 

trámite previo vulnera el derecho al libre tránsito, considerando que el numeral 14, 

artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta que, la prohibición 

de salida del país solo puede ser declarada por un juez competente. Con el análisis 

efectuado se identifica que hay una plena confusión en entre las funciones del ejecutor, 

teniendo en cuenta que, los precedentes jurisprudenciales de la Corte manifiestan que, el 

ejecutor o recaudador no está envestido de jurisdicción y no pertenece a los órganos 

jurisdiccionales de la Función judicial, por lo que, no pueden dictar medidas que restringa 

el derecho a la libertad de tránsito. Para la investigación se utilizó un enfoque cualitativo 

de carácter descriptivo-documental. Se concluye con la investigación que la Corte 

Constitucional declaro la inconstitucionalidad del artículo 164 del Código Tributario, sin 

embargo, el funcionario ejecutor si tienen la potestad de dictar las demás medidas a 

excepción de la prohibición de salida del país. 
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Following the current research, an analysis is carried out of Judgment No. 8-19-CN/22 

regarding the action of unconstitutionality concerning Article 164 of the Tax Code, where 

it consulted whether the phrase "Restraint or prohibition of leaving the country" without 

prior process violates the right to free movement, considering that paragraph 14, Article 

66 of the Constitution of the Republic of Ecuador, states that the prohibition of leaving 

the country can only be declared by a competent judge. The analysis identified a complete 

confusion among the functions of the enforcer, considering that the jurisprudential 

precedents of the court indicate that the enforcer or collector is not vested with jurisdiction 

and does not belong to the judicial bodies of the Judicial System, it cannot issue measures 

that restrict the right to free of movement. A qualitative descriptive-documentary 

approach was used for the investigation. The investigation concludes that the 

Constitutional Court declared Article 164 of the Tax Code unconstitutional; however, the 

enforcer does have the power to issue other measures except for the prohibition of leaving 

the country. 
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INTRODUCCION 

 
 

La presente investigación tiene como finalidad el estudio respecto del derecho al libre 

tránsito dentro de un Estado constitucional de derechos y justicia, partiendo del análisis 

de la Sentencia No. 8-19-CN/22 emitida por la Corte Constitucional del Ecuador. Es 

imprescindible considerar que el régimen tributario es uno de los pilares fundamentales 

para el desarrollo y sustentabilidad económica del país. La responsabilidad y obligación 

de un Estado no únicamente recae en las instituciones gubernamentales que lo conforman, 

sino también de los ciudadanos que la componen. Si bien es cierto, la prestación de 

servicios públicos que garanticen el ejercicio y goce efectivo de los derechos establecidos 

en la norma suprema e instrumentos internacionales es obligación del Estado, también la 

obligación recae en todos los individuos mediante la aportación tributaria. 

 

Los derechos fundamentales no son creados por la Constitución de la República del 

Ecuador, sino que son reconocidos por ella debido a su importancia inherente para la 

condición humana. En la teoría liberal de los derechos individuales se sostiene que estos 

derechos no dependen de su reconocimiento por el Estado, sino que es el Estado el que 

adquiere legitimidad al garantizarlos (Cançado Trindade, 2001). Por lo tanto, el hecho de 

que la norma suprema reconozca o no estos derechos no afecta su existencia ni la 

capacidad de todas las personas para poseerlos y ejercerlos. 

 

Es necesario destacar que el derecho a la libre movilidad se compone de dos 

elementos, uno de ellos consiste en la libertad de desplazarse por el territorio nacional, lo 

cual implica la posibilidad de entrar y salir del país. El otro aspecto es el derecho a escoger 

el lugar de residencia, según manifiesta el numeral 14, artículo 66 de la Constitución de 

la República del Ecuador. Este reconocimiento legal permite a los ciudadanos circular sin 

restricciones por el país y elegir donde establecer su hogar. 

 

El problema se desprende de la imposición del arraigo o prohibición de ausentarse 

del país emitido por la administración pública estaba violando los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. El objetivo de este estudio es analizar la doctrina y 

jurisprudencia sobre el derecho al libre tránsito en relación con las medidas cautelares en 
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materia tributaria. Con la finalidad de determinar si la Sentencia No. 8-19-CN/22 dictada 

por la Corte Constitucional, que declaró inconstitucional el artículo 164 del Código 

Tributario, garantiza el ejercicio pleno del Derecho al libre tránsito y realizar un estudio 

comparado donde se pueda evidenciar si en otras legislaciones el funcionario ejecutor en 

materia tributaria también está exento de dictar la prohibición de salida del país o por el 

contrario se le otorga potestad jurisdiccional para ejercer las veces de juez. 

 

Considerando lo que manifiesta Benavides (2013), las medidas cautelares son una 

herramienta importante en Ecuador para proteger y garantizar los derechos de las 

personas. Estas medidas permiten prevenir la violación de derechos y detener su violación 

en caso de que ocurra, esto a fin de alcanzar un enfoque garantista, cuyo objetivo principal 

es proteger y tutelar los derechos. Sin embargo, el articulo164 del Código Tributario 

garantizaba el propósito que persiguen las medias cautelares, pero desconocía el 

contenido del numeral 14, artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, 

respecto de que, la prohibición de ausentarse del país tenga que ser dictada por un juez y 

no por un funcionario de coactivas. 

 

Es decir, en un Estado democrático, no es necesario contar con autorizaciones para 

poder moverse libremente dentro del país, por lo que, resulta importante destacar que el 

funcionario encargado de la jurisdicción coactiva es el representante legal de la entidad o 

su delegado administrativo, cuya tarea es garantizar el cobro de créditos y obligaciones 

de la Administración Tributaria. Si tiene la facultad esta prescrita en el Código Tributario 

Esta situación representa una violación de los derechos constitucionales establecidos en 

la norma suprema, lo cual debe investigarse para determinar los hechos inconstitucionales 

en el proceso de cobro. 

 

En consecuencia, el análisis evidenciara la ausencia de directrices claras en la 

norma respecto de las facultades y que tipo de autoridad son los funcionarios ejecutores. 

A consecuencia existe confusión respecto de las facultades del ejecutor previo a la 

emisión de la sentencia en análisis, debido a que la misma Corte Constitucional ha emitido 

fallos en relación a si los funcionarios de coactiva tienen o no la facultad legal para dictar 

medidas cautelares de arraigo con el fin de garantizar el cobro de una obligación, lo cual 

deja en evidencia que se debe complementar a la norma tributaria las funciones 
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específicas que cumple el funcionario ejecutor. Para ello se analizarán las sentencias 

dictadas por la Corte Constitucional dentro de la presente investigación. 

 

Tema de investigación 

 
El derecho a la libre movilidad ambulatoria en el contexto del arraigo o prohibición de 

salida del país sin trámite previo del artículo 164 del Código Tributario. Análisis de Caso 

No. 8-19-CN/22. 

 

Estado del arte 

 
Para complementar la investigación en curso, respecto del estudio de caso 

planteado, se tomó a consideración carios criterios de autores que han analizado temas 

similares: 

 

Vallejo (2022), con respecto del derecho a la libre movilidad bajo la convicción del 

art. 164 del Código tributario menciona que: 

 

El derecho a la libre movilidad se refiere al derecho de todas las personas a 

desplazarse y trasladarse sin restricciones, con el propósito de luchar contra la 

inequidad y la exclusión. Este derecho está respaldado por la legislación en 

Ecuador. El Estado debe asegurar que este derecho básico no sea vulnerado, 

implementándolo de manera justa tanto para ciudadanos nacionales como para 

individuos extranjeros. La restricción de viajar al extranjero solo puede ser dictada 

por un juez con autoridad, lo que indica la importancia que la Constitución otorga 

a que esta determinación sea tomada por un juez en lugar de un funcionario 

administrativo. Es esencial entender la relevancia de tales derechos para el 

desarrollo de la humanidad y la gravedad de su violación por parte del Estado o 

sus funcionarios. (p.7) 

 

Flores (2022) con respecto al derecho a la libre movilidad humana expone: 

 
El derecho a la libre circulación de las personas, les permite llevar a cabo 

actividades lícitas para satisfacer sus propias necesidades y las de sus familias, está 

protegido por normas jurídicas nacionales e internacionales. Cualquier limitación a 
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este derecho debe ser debidamente justificada, de lo contrario se estaría afectando 

esta prerrogativa, que está ligada a la libertad intrínseca de cada individuo. (P. 22) 

 

Chiluisa (2023) con respecto al arraigo o prohibición de salida del país establece que: 

 
Como concepto jurídico propio, se refiere a una medida cautelar dictada por un 

juez con el fin de evitar que una persona se ausente del lugar del juicio, sin perder 

totalmente su libertad. En el Ecuador, perspectiva que se materializa por medio 

de la medida cautelar de "Prohibición de ausentarse del país". En procesos 

migratorios, se aplica a través de autorizaciones de residencia por circunstancias 

excepcionales, que permiten al procesado quedarse en un país extranjero mientras 

dura su proceso migratorio. (p.40) 

 

Valarezo (2020), respecto de las medidas cautelares y la observancia de los parámetros 

constitucionales expone que: 

 

Las medidas cautelares impuestas por la administración en procesos de ejecución 

deben cumplir con estándares constitucionales. El Derecho constitucional 

represente el rango más alto de las normas dentro de un Estado democrático, por 

lo que tiene la facultad de imponer a las normas inferiores, especialmente a la 

administración de justicia el respeto y protección de los derechos de los 

individuos. Por lo tanto, es posible exigir que, independientemente de las medidas 

cautelares impuestas en un proceso determinado, no se afecten garantías 

constitucionales. Es importante tener en cuenta que los mandatos constitucionales 

son fundamentales para la actuación de la administración y no deben conducir a 

acciones ilegítimas hacia el administrado. En este sentido, las medidas cautelares 

deben ser idóneas, necesarias y proporcionales. Esto se debe a que, conforme con 

el artículo 164 del Código Tributario y la interpretación que la Corte 

Constitucional le ha dado, el Estado esta en la entera obligación de respetar el 

rango constitucional, garantizando el uso y disfrute de los derechos 

constitucionales por parte de las personas. (p. 34-35) 
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Lorca (2020), respecto del derecho a la libertad ambulatoria y sus limitaciones 

establece que: 

 

La protección del derecho a la libertad ambulatoria tiene un impacto significativo 

en la forma de vida de una comunidad y en la relación política entre los ciudadanos 

y el gobierno. Si bien esta libertad puede ser restringida en casos de estado de 

excepción constitucional, esto no implica que no se protejan otros aspectos de la 

libertad personal y la seguridad individual. Es importante precisar qué se entiende 

por estos derechos, que se vinculan más adecuadamente con la idea de autonomía, 

es decir, el derecho a tomar decisiones independientes sobre nuestra vida y llevar 

a cabo nuestros planes de manera legítima sin afectar la autonomía de los demás. 

(p. 72-73) 

 

Aguirre (2023) dentro de su estudio establece las medidas más idóneas en los procesos 

coactivos y la diferencia de un proceso coactivo y judicial: 

 

La práctica de la ejecución coactiva ha demostrado que las medidas más efectivas 

para lograr el pago de deudas son la retención de fondos y el congelamiento de 

cuentas en el sistema financiero. Estas acciones coercitivas hacen que los 

deudores cumplan con sus obligaciones y lleguen a acuerdos de pago. Otra medida 

que arroja resultados positivos es la inhabilitación para ser contratado como 

servidor público, la cual se solicita al Ministerio de Trabajo. Es decir, el proceso 

coactivo se asemeja a un proceso judicial, donde el ejecutor coactivo actúa como 

juez, cumpliendo con las formalidades correspondientes. Sin embargo, es 

importante destacar que el ejecutor coactivo es un servidor público y no tiene la 

capacidad de impartir justicia, sino que dirige el proceso de ejecución coactiva, 

que comienza con un mandato de pago y finaliza con la cancelación de la deuda 

en caso de que el deudor cumpla. (p. 752) 

 

Casafranca (2022), respecto de la limitación del derecho a la libertad de movimiento 

expone: 

 

El derecho a la libertad de movimiento es un derecho esencial para las personas y 

su respeto es fundamental para el Estado de derecho. Sin embargo, este derecho 
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no es absoluto y puede ser restringido en ciertas circunstancias establecidas por la 

ley de manera racional y proporcional. Además, la detención de una persona debe 

ser revisada por un tribunal, especialmente para determinar si es racional y 

proporcionada. Esto implica que la decisión de detención puede ser impugnada y 

revisada por un tribunal superior para asegurar su racionalidad y 

proporcionalidad. (p. 119) 

 

Torres (2020), con respecto a la supuesta potestas jurisdiccional de los funcionarios de 

coactivas establece que: 

 

La coactiva no implica un conflicto legal y no es llevada a cabo por jueces. A 

diferencia de un litigio, no hay un debate entre dos partes con un tercero imparcial 

que tome decisiones sobre un derecho. Por otro lado, la coacción involucra a la 

administración pública desempeñando un papel dual, con la finalidad de ejecutar 

y garantizar el cumplimiento de un pago pendiente. Es fundamental destacar que 

la coacción no es llevada a cabo por autoridades judiciales, sino por empleados 

administrativos, lo que evidencia su carácter administrativo. (p. 28-29) 

 

Planteamiento del problema 

Problema 

¿El articulo164 del Código Tributario vulnera el derecho a la libre movilidad a 

través de la frase “arraigo o prohibición de salida del país sin trámite previo? 

 
Breve descripción del problema 

 
Conforme manifiesta la Constitución de la República del Ecuador con respecto al 

principio de unidad jurisdiccional establecido, la función de impartir justicia es exclusiva 

de los órganos jurisdiccionales y otros organismos definidos en la ley. Es decir que, 

conforme las disposiciones normativas las demás autoridades que forman parte de las 

funciones del Estado que no sea la Judicial, no pueden ejercer funciones de administrar 

justicia. 

 

Conociendo que conforme la Constitución de la República del Ecuador respecto de 

la posición del funcionario ejecutor y del juez, la Corte Constitucional no solamente en 
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la sentencia en análisis se ha pronunciado al respecto, puesto que, en la sentencia No. 

009-12-SIN-CC, se determino que el funcionario ejecutor ejerce funciones en la 

jurisdicción coactiva, por lo que ostenta funciones cuasi-jurisdiccionales y es la misma 

Corte Constitucional que en su fallo manifiesta no son funciones derivadas de los órganos 

jurisdiccionales, sino de una denominada jurisdicción especial que es propia de la 

administración pública. Por otra parte, en la sentencia No. 156-12-SEP-CC se mencionó 

que los funcionarios que ejercen jurisdicción coactiva pertenecen a la administración 

pública, emiten actos de autoridad pública, por lo tanto, no es un poder que deviene de la 

administración de justicia, haciendo énfasis que el proceso coactivo no es un proceso 

judicial, ya que, en el intervienen solo dos partes y el funcionario ejecutor no hace las 

veces de juez, sino ejerce la potestad coactiva frente al deudor de la administración 

pública. 

 

Por lo tanto, respecto de la competencia según los criterios emitidos por la misma 

Corte Constitucional, el funcionario ejecutor no tiene potestad para administrar justicia, 

no pertenece a los órganos jurisdiccionales que conforman la Función judicial. El 

funcionario ejecutor únicamente cumple con atribuciones que ejecutan la recaudación 

tributaria. Por lo tanto, el artículo. 164 del Código Tributario ecuatoriano donde se le 

atribuía la competencia de ordenar el “arraigo o prohibición de salida del país” al 

funcionario ejecutor, claramente ignoraba la disposición del numeral 14, articulo 66 de la 

Constitución de la Republica del Ecuador, sobre del derecho al libre tránsito y la facultad 

de un juez competente para otorgar la prohibición de salida del país. 

 

La Constitución de la República del Ecuador establece restricciones para la libre 

circulación en caso de incumplimiento de obligaciones tributarias, reguladas por el 

Código Tributario. Sin embargo, el artículo 164 de dicho código iba en contra de los 

límites constitucionales al vulnerar el derecho al traslado, la libertad de desplazamiento y 

el principio de unidad jurisdiccional. También contradecía el principio de seguridad 

jurídica, por lo que, es necesario analizar la compatibilidad de esta norma con los 

principios constitucionales en cuanto a las leyes orgánicas y ordinarias, así como al 

derecho a la movilidad humana y la libertad de circulación, establecido en el artículo 66 

numeral 14 de la norma suprema. 
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Objetivos 

 

Objetivo general 

 
Sustentar jurídica y doctrinariamente la vulneración al derecho a la libre movilidad 

ambulatoria en la disposición del artículo 164 del Código Tributario bajo la frase “arraigo 

o prohibición de salida del país” dispuesta por el funcionario ejecutor. 

 

Objetivos específicos 

 
1. Desarrollar de manera jurídica, doctrinaria y jurisprudencialmente los 

componentes principales del derecho a la libre movilidad 

2. Identificar de manera doctrinaria y normativa los aspectos distintivos entre 

la jurisdicción coactiva y la jurisdicción ordinaria 

3. Realizar un análisis crítico-jurídico de la sentencia No. 8-19-CN/22 en el 

contexto de salvaguardar el derecho a la libre movilidad ambulatoria. 

 

Hipótesis 

 
El arraigo o prohibición de salida del país como medida cautelar garantiza el 

derecho a la libre movilidad ambulatoria, bajo los componentes del numeral 14 artículo 

66 de la Constitución de la Republica del Ecuador solamente puede ser dispuesto por el 

juez competente. 

 

Justificación 

 
Social: Los derechos establecidos en la Constitución ecuatoriana protegen la 

dignidad de las personas y es deber del Estado asegurar que se cumplan esos derechos 

conforme a lo establecido en la Constitución. Los reglamentos y leyes que desarrollan 

estos derechos deben estar en concordancia con las disposiciones constitucionales. Por tal 

motivo es factible realizar un análisis respecto de la sentencia que declaro la 

inconstitucionalidad del artículo164 del Código Tributario, ya que de esta manera se 
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aporta a la sociedad información relevante respecto de la diferencia que existe entre los 

procesos judiciales y coactivos, ya que, como es evidente una norma infraconstitucional 

tenía una disposición contraria a la norma suprema por lo tanto, transgredía el derecho a 

transitar libremente dentro y fuera del país, de aquellos que tenían deudas pendientes con 

la administración tributaria. Es esencial que los ciudadanos conozcan el porqué de la 

vulneración y como es que la Corte Constitucional del Ecuador en la Sentencia No. 8-19- 

CN/22 tomó la decisión de realizar un control abstracto de constitucionalidad respecto 

del referido artículo. 

 

Académica: De los antecedentes que se utilizó para comenzar con la presente 

investigación, se evidenció que no existen muchos estudios respecto del análisis de la 

Sentencia No. 8-19-CN/22, por lo que, la investigación realizaría un gran aporte 

académico a quienes acudan a comprender la sentencia emitida por la Corte 

Constitucional y sobre todo conocer las razones jurídicas y doctrinarias que llevaron al 

órgano de máximo control constitucional a declarar la vulneración del derecho a la libre 

movilidad ambulatoria y la seguridad jurídica de la frase “arraigo o prohibición de salida 

del país”, pese a que existen pronunciamientos anteriores donde ya se trataba el tema. 

 

Jurídica: Es indispensable llevar a cabo el desarrollo de la temática planeada, ya 

que, como es evidente después de analizar y emitir criterios anteriores la Corte 

Constitucional no habría determinado de manera concreta que las disposiciones 

contenidas en el artículo 164 del Código Tributario eran contrarias al contenido del 

numeral 14 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, por lo que, es 

evidente que existieron varias vulneraciones al derecho al libre tránsito por parte de los 

funcionarios ejecutores durante un lapso de tiempo. A consecuencia del caso, la omisión 

que existió por parte de los legisladores al momento de redactar tal articulado, se produce 

el control abstracto de constitucionalidad que determina inconsistencia en las 

disposiciones constitucionales de una norma infraconstitucional que debía garantizar el 

derecho a la libre movilidad ambulatoria comprendido no solamente en la Constitución, 

sino también en instrumentos Internacionales. Por lo que, es imprescindible elaborar un 

análisis amplio respecto de cuáles son las limitaciones que permite la norma nacional e 

internacional respecto del derecho a la libertad en el contexto de ordenar un arraigo o 

prohibición de salida del país. 
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Palabras clave y/o conceptos nucleares 

 
Derecho al libre tránsito: Según Romero (2021), la libre movilidad conforma un 

derecho fundamental que garantiza la posibilidad de decidir el lugar de residencia, 

moverse sin restricciones dentro de un país o entre fronteras, así como viajar y regresar a 

su lugar de origen. Es importante tener en cuenta que este derecho no es absoluto y puede 

ser restringido en ciertas circunstancias legítimas, como por motivos de seguridad 

nacional, salud pública o aplicación de la ley, se encuentra relacionado con los siguientes 

derechos; libertad de expresión, trabajo, educación y a la reunión pacífica (p. 67). La 

privación arbitraria o ilegal de este derecho puede constituir una violación de los derechos 

humanos. 

 

Principio de unidad jurisdiccional: se refiere a la organización de la jurisdicción 

de un país en un solo sistema judicial, donde todas las disputas y conflictos legales son 

resueltos por un único tribunal o conjunto de tribunales. Según manifiesta Zavala (2000), 

el objetivo de la unidad jurisdiccional es garantizar la uniformidad y coherencia en la 

aplicación de la ley, evitando así la posibilidad de decisiones contradictorias o conflictos 

de competencia entre diferentes tribunales (p.22). Por lo tanto, solo la Función Judicial 

tiene la facultad de administrar justicia. Esto significa que ningún otro órgano que no 

forme parte del Poder Judicial puede asumir esa potestad. 

 

Arraigo: El arraigo es una acción tomada en el ámbito legal que impide a alguien 

abandonar el lugar donde normalmente reside, además de requerirle que se presente de 

manera regular ante las autoridades judiciales. De acuerdo con Hellín (2019), “el arraigo 

tiene como objetivo asegurar la presencia del imputado o acusado en el proceso judicial 

al que se encuentra vinculado, evitando su fuga o el riesgo de sustracción a la acción de 

la justicia” (p. 7). El arraigo puede ser impuesto por un juez dentro de un proceso penal o 

como parte de una medida de carácter civil o administrativo, dependiendo de las 

circunstancias del caso 

 

Prohibición de salida del país: es una medida que una persona salga de un 

territorio determinado. Según manifiesta Valencia (2020), puede ser aplicada en 

diferentes situaciones, como, por ejemplo, cuando una persona está siendo investigada 

por un delito, cuando tiene deudas pendientes con el Estado o cuando existe un riesgo de 
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fuga que pueda comprometer el desarrollo de un proceso judicial (p.326). Es importante 

destacar que esta medida puede afectar los derechos de libre circulación y movilidad de 

las personas, por lo que su aplicación debe estar justificada y ser proporcional a los fines 

perseguidos. 

 

Potestad coactiva: es una facultad que poseen algunas entidades del sector público 

para realizar el cobro de sus deudas mediante el proceso administrativo de ejecución 

conocido como proceso coactivo. Este procedimiento se lleva a cabo de manera similar a 

un proceso judicial y permite tomar medidas cautelares contra los deudores que no 

cumplen con sus obligaciones. Según Aguirre (2023), el proceso coactivo se inicia con el 

objetivo de recuperar los pagos atrasados a favor de una empresa estatal que tiene la 

facultad coactiva prevista por ley. Para iniciar el proceso, se requiere tener un documento, 

llamado título de crédito, emitido por la entidad pública que demuestre la existencia de 

una deuda por parte de una persona jurídica o natural, ya sea pública o privada, que aún 

no ha sido pagada a pesar de haber sido notificada al deudor (p. 750). 

 

Normativa jurídica 

 
Es indispensable tener en cuenta que el derecho al libre tránsito se encuentra 

reconocido tanto en el ordenamiento jurídico nacional como internacional, por lo tanto, 

con el fin de sustentar de manera adecuada el análisis que se plantea en la presente 

investigación, se consideró de primera mano las disposiciones contenidas en la 

Constitución de la República del Ecuador (2008), de la cual debe partir el desarrollo de 

las normas infra constitucionales, atendiendo a la disposición jerárquica según el 

desarrollo de la pirámide normativa de Hans Kelsen, de la misma manera se analizaron 

las cuestiones normativas que comprenden los principales instrumentos internacionales 

de Derechos Humanos que desarrollan la libertad en relación al libre tránsito, como es el 

cao de la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) y la Convención 

Americana de Derechos Humanos (1969). 

 

En cuanto al estudio constitucional que se lleva a cabo, la presente investigación se 

sustenta en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 

(2009), con respecto al proceso de control abstracto de constitucionalidad que el máximo 

órgano de control constitucional llevo a cabo mediate la decisión que adoptó en la 
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sentencia No. 8-19-CN/22, por lo que el principal objetivo es sustentar el análisis de la 

presente sentencia bajo la normativa mencionada considerando la jurisprudencia 

vinculante que gira en torno al tema propuesto. 

 

Descripción del caso objeto de estudio 

 
El SRI inicio un proceso de coactivas contra la empresa CIRSAECUADOR S.A. 

por la cantidad de USD 4 083 053,17, como medidas cautelares la compañía en cuestión, 

ordeno que el señor Augusto González no pueda salir del país. 

 

Para la fecha de 6 de junio de 2019, el afectado por la medida cautelar presentó una 

acción de protección en contra del Dr. Felipe Córdova, recaudador quien ejercía las 

funciones de la Dirección Zonal 9 del SRI. El objetivo de la acción era que se anule el 

numeral 4 del acto administrativo emitido el 24 de abril de 2019, el caso fue registrado 

con el número 17203-2019-04985 (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

El punto 4 de la resolución cuestionada establecía que el señor GONZÁLEZ ORTIZ 

AUGUSTO ANDRÉS, tenía prohibida salir del país. La jueza a cargo del caso, convocó 

a audiencia a todas las partes el 19 de junio de 2019 y durante la audiencia, la jueza 

decidió suspender el proceso y enviar el caso a consulta a la Corte Constitucional, 

diligencia que se realizó siguiendo las pautas establecidas por la Corte Constitucional en 

algunas sentencias, con el objetivo de determinar si el artículo 164 del Código Tributario 

cumple con las normas constitucionales. Este proceso se lleva a cabo de acuerdo con los 

artículos 428, 429, 436 y el inciso segundo y tercero del artículo 142 de la Constitución. 

 

Por consiguiente, se aceptó la acción de protección por parte de la jueza competente, 

que tenía como fin el análisis de la supremacía constitucional y en fallos constitucionales 

contradictorios. En consecuencia, levantó la medida impuesta por el SRI a Augusto 

Andrés González Ortiz. Además, ordenó al SRI ofrecer disculpas públicas y garantizar 

que no repetirán este tipo de acciones sin autorización judicial. 

 

Metodología 

 
La metodología propuesta en la investigación es el análisis de casos, el mismo que 

se lleva a cabo en varias etapas, la primera fase inicia con la identificación y descripción 
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del problema que sustenta la decisión de la Sentencia No. 8-19-CN/22 dictada por la Corte 

Constitucional del Ecuador, que conforme la lectura previa realizada y la descripción del 

caso propuesto es una consulta realizada al máximo órgano de control constitucional 

respecto del contenido del artículo 164 del Código Tributario que contenía una 

disposición que transgredía el alcance del numeral 14 del artículo 66 de la Constitución 

de la Republica del Ecuador. Por lo tanto, siguiendo con la otra fase, se recopila toda la 

información relevante para el caso, incluyendo leyes, reglamentos, jurisprudencia y 

documentos. 

 

La metodología de análisis de caso permite que, con la información recopilada, 

analizar e identifican los elementos clave que deben ser considerados en la resolución del 

caso. Se busca establecer los hechos probados y descartar o cuestionar cualquier 

información no confiable, de la misma manera, permite determinar los aspectos legales 

relevantes que deben considerarse en la resolución del caso, lo cual permite realizar una 

argumentación jurídica sólida y coherente, que respalde la posición tomada en base a la 

aplicación del marco legal a los hechos del caso, utilizando precedentes, razonamientos 

y principios jurídicos para argumentar y justificar la posición adoptada. (Guamán, 2021) 

 

De acuerdo a las reglas de metodología de la investigación, conforme el desarrollo 

del trabajo se utilizó también el método inductivo. De acuerdo con Eduardo Castellano 

(2020), es un proceso de razonamiento que parte de la observación y recopilación de datos 

específicos o ejemplos particulares para llegar a una conclusión general o una ley 

universal. Permite una generalización basada en la observación repetida de hechos 

específicos. En la presente investigación el método indicativo actúa mediante la 

determinación de las características principales respecto de la decisión adoptada por la 

Corte Constitucional a consecuencia de una norma infra constitucional contraria a la 

Constitución, de tal manera que permite clasificar la información concreta para 

desarrollar un análisis razonable sobre la protección de los derechos reconocidos por la 

norma suprema. 

 

El desarrollo investigativo en líneas posteriores se estructura en dos capítulos, el 

primer acápite desarrolla el derecho a transitar libremente, el arraigo o prohibición de 

salida del país, el principio de unidad jurisdiccional y facultades de los funcionarios 
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ejecutores de coactivas y control de constitucionalidad, desarrollando subtemas 

relevantes que buscan aclarar dudas respecto de cada tema principal y otorgarle 

características específicas para su mejor compresión tanto de manera teórica como 

normativa. El segundo capítulo comprende el análisis concreto y minucioso respecto de 

la Sentencia No. 8-19-CN/22 de la Corte Constitucional del Ecuador, donde se desarrolla 

los aspectos más relevantes en relación a los antecedentes de la decisión, argumentos 

principales y problemas jurídicos planteados. Finalmente, con la información elaborada 

en ambos capítulos se desarrollan las conclusiones, recomendaciones y bibliografía que 

complementan la investigación. 
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CAPITULO I 

MARCO TEÓRICO 

Derecho a la libertad 

 
 

Derecho a transitar libremente, historia y conceptualización 

 
El derecho a la libre circulación o libertad de tránsito ha existido desde tiempos 

antiguos. En el derecho Romano, se reconocía el ius migratorium e ius movendi et 

ambulandi, que garantizaba la libertad de los ciudadanos para desplazarse y establecerse 

en cualquier lugar, siempre y cuando no violaran la propiedad de otros, otro derecho 

reconocido desde entonces. (Arroyo, 2019, p.131) 

 

De acuerdo al crítico Landa (2019), el ius movendi et ambulandi, o derecho de 

moverse y caminar libremente, es un concepto que ha existido desde tiempos 

inmemoriales. El ser humano durante su evolución ha buscado la libertad de movimiento 

como una expresión de su autonomía y dignidad (p.132). Sin embargo, este derecho ha 

sido restringido en muchas ocasiones por autoridades o circunstancias que buscan 

controlar y limitar la movilidad de las personas. Con el avance de las civilizaciones y la 

formación de las sociedades sedentarias, la movilidad se fue restringiendo cada vez más. 

Las autoridades comenzaron a establecer límites geográficos y a controlar los 

desplazamientos de las personas, surgieron leyes que limitaban el movimiento, algunas 

basadas en la propiedad privada de la tierra y otras en el control del poder político. 

 

Por lo antes mencionado, el derecho a la libre circulación es un derecho 

fundamental que ha existido desde tiempos antiguos. Sin embargo, a lo largo de la historia 

ha sido restringido por diversas circunstancias y autoridades. Es importante encontrar un 

equilibrio entre este derecho, otros derechos y necesidades sociales para garantizar un 

funcionamiento armónico de la sociedad. 

 

Durante la Segunda Guerra Mundial, el ius movendi et ambulandi fue violado de 

manera masiva. Las dictaduras y regímenes totalitarios restringieron brutalmente la 

movilidad de los ciudadanos, estableciendo controles fronterizos y encarcelando o 
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asesinando a quienes intentaban escapar. Millones de personas fueron desplazadas 

forzosamente, convirtiéndose en víctimas de los conflictos bélicos y las políticas de 

exterminio. (Arroyo, 2019, P.135) 

 

Tener la capacidad de moverse y andar sin restricciones significa tener el poder de 

tomar decisiones sobre cómo y dónde desplazarse en un área determinada, así como el 

derecho de entrar o salir de esa área cuando se desee. Esta libertad es fundamental para 

el ejercicio de la autonomía personal y el desarrollo individual, ya que se refiere al 

derecho de cada persona de ingresar, permanecer, circular y salir libremente de su país. 

Según los estudios realizados por el Tribunal Constitucional de Perú (2022), “la facultad 

de libre tránsito permite a todas las personas desplazarse y caminar sin impedimentos en 

el territorio nacional, así como ingresar, permanecer, circular y salir libremente” (p.5). 

 

El reconocimiento del derecho a la libertad de movimiento o libre circulación fue 

establecido como un derecho universal dentro del artículo 13 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos (1948), mismo que menciona que, "todas las personas tienen 

el derecho de moverse y elegir su residencia en cualquier territorio de un Estado". 

Después de la Segunda Guerra Mundial, se definió el principio para que las personas 

tengan derecho a moverse libremente como un derecho humano fundamental. 

 

Sin embargo, a pesar de este principio, muchas personas aún enfrentan restricciones 

y violaciones de su derecho a moverse libremente debido a las leyes y normas internas de 

cada país. El derecho a la libertad de tránsito es esencial para el ejercicio de la libertad 

individual y el desarrollo personal. A pesar de estar reconocido como un derecho humano 

fundamental, muchas personas todavía enfrentan restricciones y violaciones a su derecho 

de moverse libremente. Por ello es fundamental que, los Estados respeten y protejan el 

derecho a la libre circulación, eliminando restricciones injustificadas que como se 

analizará en párrafo posteriores puede estar incluida en la misma norma. Asimismo, es 

importante que se promueva la igualdad en el ejercicio de este derecho, evitando que 

ciertos grupos de personas sean discriminados o tratados de manera diferente. 

 

La CIDH reconoce el derecho a la libre circulación y residencia como un derecho 

protegido en el Pacto de San José (1969), acuerdo donde establece que todas las personas 

tienen el derecho de residir en un país, desplazarse dentro de él y salir de su territorio sin 
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necesidad de autorización. No obstante, hay circunstancias en las que se pueden restringir 

este derecho, por ejemplo, en los casos de seguridad nacional con el fin de prevenir 

delitos, garantizar orden público, la moral y la salud pública, así como proteger los 

derechos y libertades de otras personas. Dichas restricciones deben ser establecidas 

legalmente y ser consideradas como necesarias en una sociedad democrática. 

 

Por lo tanto, la libre circulación garantiza que todos los individuos tengan derecho 

a moverse sin restricciones en cualquier parte del país, de acuerdo con lo establecido por 

la ley. Este derecho es fundamental y se aplica a todas las personas sin discriminación 

alguna, por lo tanto, es responsabilidad del Estado asegurar que se respete este derecho y 

garantizar que cualquier limitación a la libre circulación esté en línea con la Constitución 

de la República del Ecuador e instrumentos internacionales. Por ende, se puede considerar 

como uno de los derechos esenciales que se reconocen en la norma suprema, puesto que, 

representa valores éticos, políticos de la comunidad y la responsabilidad de no limitar o 

restringir su ejercicio por parte del Estado y los particulares. Es un derecho fundamental, 

pero no absoluto, ya que está sujeto a las limitaciones impuestas por la legislación vigente. 

 

Es menester, tener en cuenta que mediante evoluciona el derecho, la convicción del 

libre tránsito se ha ido acoplando a las necesidades y condiciones de la sociedad a lo largo 

del tiempo, de acuerdo a las leyes de cada país y ha pasado por un proceso de 

reconocimiento como un derecho fundamental. Sin embargo, es fundamental tener en 

cuenta la interpretación de la máxima autoridad encargada de interpretar la Constitución 

de la República del Ecuador, ya que será esta la que determine, en cada situación 

particular, si el derecho a la libertad de movimiento debe ser protegido o restringido. 

 

Derecho a la movilidad ambulatoria 

 
El derecho a salir del país no debe estar condicionado por ningún motivo específico 

o la duración de la estancia en el extranjero. Este derecho incluye tanto los viajes 

temporales como la emigración permanente. Las personas deben tener la libertad de elegir 

el país al que desean ir, incluso aquellos que sean expulsados de forma legal, de acuerdo 

con las leyes y normas de ese país. Es esencial que las autoridades se aseguren de que las 

restricciones legales y prácticas relacionadas con el derecho la movilidad ambulatoria, 
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tanto para ciudadanos nacionales como extranjeros, cumplan con los estándares de 

derechos humanos y sean ampliamente conocidas. 

 

Es importante que las leyes o regulaciones internas que permiten restringir la libre 

movilidad establezcan criterios precisos y claros, mismos que, deben garantizar que las 

restricciones sean compatibles el derecho a la igualdad y no discriminación y demás 

derechos humanos que deriven de la libre circulación, ya que, no se permite las 

distinciones respecto de varias características como opinión política, raza, sexo, color de 

piel, religión, origen nacional, situación económica, discapacidad u otra condición. 

También es necesario evitar la discrecionalidad en la aplicación de las restricciones, 

asegurando que sean proporcionales, adecuadas y el último recurso. Asimismo, se debe 

garantizar que los procesos relacionados con el ejercicio o restricción del derecho sean 

rápidos y se expliquen las razones detrás de las restricciones. 

 

Desde la perspectiva del derecho internacional, el numeral 2 del artículo 13 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), en concordancia con el numeral 2 

del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), el derecho 

a la libre circulación y elección de residencia está garantizado para todas las personas que 

se encuentren legalmente en un país. Asimismo, se reconoce el derecho para que una 

persona pueda salir de manera libre de cualquier país incluido en el que radique. 

 

Según una interpretación jurídica estricta del numeral 2 del artículo 12 se pueden 

extraer dos obligaciones: el país de salida no debe impedir la salida y el país de entrada 

no debe rechazar la entrada, excepto que las normas internas contengan disposiciones que 

restrinjan la salida del país con el fin de garantizar derechos de terceros, seguridad 

nacional u otros aspectos que en ningún momento vulneren el derecho al libre tránsito 

 

De acuerdo con la Observación General 27 emitida por el Comité de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas 

 

La libertad de moverse libremente es vital para el desarrollo personal y está 

interrelacionada con otros derechos consagrados en el Pacto, el Comité ha destacado en 

varias ocasiones la interconexión entre los artículos 12 y 13 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos durante su revisión de informes de los Estados Partes y 
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quejas individuales. En la Observación General N.º 15, el Comité ha enfatizado que las 

restricciones al derecho mencionado en el artículo 12 no deben impedir la libertad de 

movimiento, sino que deben ser razonables y coherentes con otros derechos establecidos 

en el Pacto. Al informar al Comité, los Estados Partes deben detallar las leyes, prácticas 

y medios disponibles relativos a este derecho. Además, es necesario que tanto la 

normativa que impone las limitaciones como su ejecución por parte de los órganos 

administrativos y judiciales respeten el principio de proporcionalidad. Los Estados 

también deben garantizar que cualquier procedimiento relacionado con el ejercicio o 

restricción de estos derechos se realice de manera rápida y que se expliquen las razones 

detrás de la aplicación de medidas restrictivas (Observación General 27, 1999). 

 

En base a lo examinado, se puede evidenciar que el derecho a la libertad de 

movilidad ambulatoria podría estar limitado bajo la justificación de las fronteras 

territoriales pueden limitar los derechos de los seres humanos. Por otro lado, existe una 

base normativa internacional sólida que respalda y garantiza la libre movilidad, misma 

impide la emigración y el deber de acoger a los migrantes, en términos generales, pero 

también aplicables a los Estados específicos. 

 

Teniendo en cuanta lo expuesto por Aparicio (2017), en relación con la titularidad 

y el ejercicio de los derechos en un Estado, se parte del principio de igualdad y no 

discriminación. Para establecer restricciones sobre la libre movilidad es necesario tener 

un fin constitucional valido, necesario, razonable y proporcional a la restricción del 

derecho y debiendo interpretarse de manera restrictiva (p. 82-82). 

 

Por consiguiente, de acuerdo a las disposiciones del párrafo 2, artículo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), garantiza la libertad para salir del 

territorio de un Estado sin restricciones, lo que incluye tanto viajes temporales al 

extranjero como emigraciones permanentes. Además, este derecho también contempla la 

libertad de elegir el Estado de destino, siendo aplicable tanto para aquellos que se 

encuentren legalmente en el país como para aquellos que sean legalmente expulsados, 

siempre y cuando haya un acuerdo con el Estado de destino (Observación General 27, 

1999). 
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Por tanto, para que se garanticen los derechos que se desarrollan en el segundo 

párrafo del artículo 12, tanto el Estado donde reside la persona como el Estado del que es 

nacional tienen el deber de cumplir ciertas obligaciones. Esto implica que, por lo general, 

se necesitan documentos apropiados, como un pasaporte, para poder realizar viajes 

internacionales. El derecho a salir del país incluye la obtención de los documentos de 

viaje necesarios, como el pasaporte, por lo general, la responsabilidad de emitir el 

pasaporte recae en el Estado de la nacionalidad del individuo. Si un Estado se niega a 

emitir o renovar el pasaporte a un ciudadano en el extranjero, esto podría impedirle ejercer 

su derecho a salir del país de residencia y viajar a otro lugar, es decir, no es justificable 

que un Estado argumente que dicho ciudadano puede regresar a su territorio sin pasaporte. 

 

A menudo, se observa que las regulaciones y políticas administrativas de los 

Estados limitan el derecho de las personas a abandonar su propio país, lo cual puede tener 

consecuencias perjudiciales en cuanto a garantizar los derechos de movilidad de los 

individuos. Por lo tanto, es de suma importancia que los Estados Partes informen sobre 

todas las restricciones jurídicas y prácticas que aplican al derecho de salida, tanto para 

nacionales como extranjeros, para que el Comité pueda evaluar si esas normas y prácticas 

son adecuadas conforme al párrafo 3 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (1966), los Estados Partes también deberían incluir en sus informes 

información sobre las medidas que imponen sanciones a los transportistas internacionales 

que llevan a personas a dichos Estados sin los documentos requeridos, en caso de que 

esas medidas afecten el derecho de salida de otro país. (Observación General 27, 1999) 

 

Se puede observar claramente que hay diversas leyes que dificultan 

innecesariamente el pleno ejercicio de los derechos del individuo a moverse libremente, 

salir de un país y establecer su residencia en otro. El Comité en la Observación General 

27 (1999), ha criticado disposiciones que requieren solicitar permiso o aprobación para 

cambiar de residencia dentro de un país, así como retrasos en la tramitación de estas 

solicitudes. Además, se observan diversas normas y prácticas que dificultan la salida del 

país, especialmente para los ciudadanos de dicho país, como la falta de acceso a las 

autoridades competentes, procesos judiciales, incumplimiento de pagos, etc. Es 

responsabilidad de los Estados garantizar que todas las limitaciones se ajusten totalmente 

a lo estipulado en el artículo 12, párrafo 3 de la Observación General 27. 
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La imposición de restricciones y regulaciones administrativas que restrinjan la 

salida del país puede violar sus derechos de movilidad, según la disposición del artículo 

12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por lo cual, es indispensable 

que los Estados que han ratificado el Pacto proporcionen una descripción detallada de las 

leyes y reglamentos relacionados con el derecho de salida, tanto para sus ciudadanos 

como para los extranjeros, con el objetivo de que el Comité pueda evaluar su 

compatibilidad con el Pacto. 

 

El procedimiento de ejecución coactiva 

 
 

De acuerdo con la doctrina, el procedimiento para ejecutar la acción coactiva tiene 

distintas denominaciones de acuerdo a la legislación que lo regula. Se trata de una vía 

legal que permite el ejercicio material de un derecho mediante una serie de acciones 

agresivas, de conocimiento abreviado y rápida ejecución. Su objetivo principal es obtener 

la satisfacción del acreedor cuando el deudor no cumple con su obligación de forma 

voluntaria y se requiere obtener esa satisfacción sin depender de la voluntad del obligado 

(Aguirre Ramírez, 2023). 

 

La administración pública ejerce la acción coactiva, por lo cual, tiene la potestad 

para ejecutar directamente sus resoluciones sin necesidad de recurrir a la ayuda judicial, 

en el caso del sistema administrativo tributario ecuatoriano, este procedimiento se utiliza 

para la recaudación de obligaciones impagadas a tiempo, y se sustenta en la importancia 

del cumplimiento de estas obligaciones para financiar la administración y la proporción 

de servicios públicos. Por lo tanto, en materia tributaria la ejecución coactiva permite a la 

administración sancionadora adoptar medidas coercitivas siempre y cuando no se haya 

podido recuperar las deudas tributarias impagas por otro medio menos riguroso. 

 

El proceso coactivo en el derecho público tiene como objetivo perseguir el cobro 

de las obligaciones tributarias que no han sido cubiertas a tiempo por los contribuyentes, 

por lo tanto, ante la negativa e incumplimiento del pago por parte del contribuyente 

obligado, el acreedor es decir, la administración tributaria esta en la potestad de ejercer 

su acción de cobro mediante el proceso coactivo, el proceso incluso puede intervenir en 

el patrimonio del obligado tributario para con ello obtener el pago mediante el embargo 
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y remate de los bienes. Se basa en el principio de legitimidad de los actos administrativos, 

y el título de crédito emitido por la Administración Tributaria es suficiente para respaldar 

esta vía procesal (Jaramillo, 2011). 

 

Sin embargo, es necesario tener en cuenta que, el proceso de ejecución coactiva no 

permite a las entidades de derecho público violar el derecho debido del ejecutado. Si la 

Administración comete alguna violación del debido proceso durante este procedimiento, 

existen medidas jurídicas para corregirlo. En otras palabras, de acuerdo a ciertas 

disposiciones constitucionales, si bien es cierto, la administración publica puede ejercer 

sus acciones de cobro por medio de su jurisdicción, estas se encuentran restringidas por 

la norma constitucional, en el caso ecuatoriano, el articulo 300 establece el régimen 

tributario y los principios por las cuales se rigüe, especialmente garantizando la 

transparencia no solo en la distribución de servicios públicos, sino también dentro de los 

procesos de cobro. 

 

La acción coactiva en el Código Tributario 

 
 

De acuerdo con el artículo 157 del Código Tributario (2005), la acción coactiva 

tiene a finalidad de realizar el cobro de créditos no pagados por parte de los 

contribuyentes, incluyendo intereses, multas y otros recargos accesorios. Las 

administraciones tributarias central y seccional, así como la administración tributaria de 

excepción cuando la ley autorice, pueden utilizar esta acción, siempre y cuando se cuente 

con resoluciones en firme, títulos de crédito emitidos conforme las disposiciones legales. 

La acción coactiva puede llevarse a cabo en cualquier día hábil, excepto los feriados 

establecidos por ley. Los requisitos de información, certificados o registros relacionados 

con medidas cautelares dictadas por la autoridad tributaria no están sujetos a impuestos y 

deben ser resueltos en un lapso de diez días. 

 

Por otro lado, conforme la disposición del artículo 158, se otorga la competencia al 

funcionario recaudador para ejercer la acción coactiva, siguiendo las reglas generales y 

teniendo como referencia supletoria el Código Orgánico General de Procesos. Asimismo, 

obliga a las autoridades tributarias designar recaudadores especiales y otorgarles la 

autorización para ejercer la acción coactiva en áreas designadas. 
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Entendiendo así que, el procedimiento es administrativo, lo que implica que los 

funcionarios responsables de llevarlo a cabo son funcionarios administrativos y no tienen 

autoridad judicial. Por lo tanto, son susceptibles de ser disciplinados si no cumplen con 

sus funciones de manera oportuna o si las omiten. El proceso coercitivo solamente puede 

ser realizado por los empleados encargados de la recaudación únicamente en las 

instituciones autorizadas por la ley, y en el caso del procedimiento ante la ausencia, de 

las disposiciones generales del Código Tributario, la ley orgánica de cada institución y 

sus reglamentos internos, siempre y cuando no vayan en contra de las leyes, las cuales 

tendrán prioridad en caso de discrepancia. 

 

Cuando no se pagan impuestos, es esencial contar con métodos coercitivos 

efectivos para garantizar que se recaude lo adeudado, ya que la obligación tributaria es 

fundamental en las actividades estatales. Todas las leyes se preocupan por asegurar su 

cumplimiento adecuado, estableciendo reglas coercitivas de recaudación que posicionan 

al crédito del Estado por encima de otras obligaciones, es de considerar que tales medidas 

son privilegios fiscales, ya que protegen los créditos de naturaleza tributaria o fiscal de 

manera prioritaria. 

 

El principio de unidad jurisdiccional y la potestad jurisdiccional 

 
 

En el ámbito del derecho, los principios se caracterizan por ser afirmaciones 

evidentes y claras que no necesitan ser probadas y que son fundamentales para establecer 

una valoración de justicia en la sociedad. Los principios sirven como base para las 

instituciones legales, influyen en el contenido de las leyes de un Estado, además, los 

principios son reglas básicas que guían el funcionamiento equilibrado de la estructura de 

la norma suprema que dirige todo un Estado, con el objetivo de garantizar la vigencia, 

estabilidad y respeto a la norma suprema de un Estado. 

 

La facultad para resolver conflictos legales y aplicar la ley pertenece únicamente a 

los jueces y tribunales, lo que significa que el Estado tiene el monopolio de la jurisdicción, 

exclusividad que toma fuerza al atribuir únicamente a los órganos estatales la potestad de 

ejercer la jurisdicción, además, los juzgados y tribunales solo pueden llevar a cabo las 
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funciones establecidas en la ley y aquellas expresamente asignadas para proteger los 

derechos. 

 

El ejercicio de la autoridad judicial, que juzga y hace cumplir las sentencias, es 

responsabilidad exclusiva de los tribunales creados por las leyes, por ende, el Estado 

asume el control y la resolución de las disputas que surgen dentro de una sociedad. Según 

Giráldez (2005) “el monopolio estatal de la jurisdicción determina que solo los órganos 

estatales competentes tienen el poder de ejercer la función de juzgar y hacer cumplir las 

decisiones judiciales o administrativas” (p,12). En tal sentido, es únicamente el poder 

judicial el ente encargado de resolver, comprender y tomar una decisión en los casos tanto 

donde se encuentre en disputa la garantía, protección y vulneración de derechos sean estos 

individuales o colectivos, en procura del principio de separación de poderes, ya que, las 

demás funciones que conforman el Estado no pueden actuar respecto de las daciones del 

poder judicial. 

 

Por lo tanto, de acuerdo con el contenido del principio de unidad jurisdiccional 

únicamente los órganos judiciales, como jueces y tribunales, tienen la competencia 

exclusiva de ejercer la potestad jurisdiccional, siendo únicamente ellos quienes tienen la 

autoridad para determinar de manera definitiva y vinculante, a través del proceso, lo que 

es el derecho en un caso concreto, dentro de los límites constitucionalmente establecidos. 

Además, se establece como un mandato constitucional que solo los órganos judiciales 

pueden ejercer la función de administrar justicia., lo cual, significa que ningún otro 

órgano no judicial puede tomar decisiones jurisdiccionales, ni siquiera de forma 

compartida, de igual forma, ningún órgano judicial debe ejercer jurisdicción en áreas que 

no les corresponden, debido a la existencia del principio de exclusividad. 

 

En tal sentido, de acuerdo a lo manifestado por Chocrón (2005); 

 
La exclusividad de la jurisdicción puede ser analizada desde diferentes enfoques: 

1) El monopolio total de la jurisdicción, 2) La atribución de la potestad 

jurisdiccional únicamente a los órganos jurisdiccionales (reserva de jurisdicción), y 

finalmente, 3) Desde un aspecto negativo para resaltar que la función jurisdiccional 

debe ser la única ejercida por los juzgados y tribunales (p. 660). 
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De acuerdo con el párrafo anterior, la facultad judicial de juzgar y ejecutar lo 

juzgado está exclusivamente atribuida a los jueces y tribunales establecidos por la ley, lo 

que significa que el Estado asume el conocimiento y la solución de las disputas que 

puedan surgir en una sociedad, es decir que de acuerdo con los fundamentos de un Estado 

de derecho basado en la separación de poderes, la Asamblea ejercen la potestad legislativa 

y el gobierno la función ejecutiva o potestad reglamentaria, por lo tanto, resulta imposible 

asignar funciones jurisdiccionales a los poderes Legislativo y Ejecutivo. 

 

Es importante recordar que lo que se distribuye entre esos órganos no es el poder 

en sí, ya que este sigue siendo exclusivo del Estado, sino más bien su ejercicio a través 

de un principio que se ha integrado en la noción de división del trabajo. Por lo tanto, la 

exclusividad de la jurisdicción establece que, solo ciertos jueces y tribunales establecidos 

por ley podrán ejercerla, lo que guarda relación con el principio de unidad jurisdiccional 

que abordaremos más adelante. 

 

Es fundamental que la unidad jurisdiccional sea considerada desde una perspectiva 

organizativa en las entidades encargadas de ejercer la potestad jurisdiccional, tales 

entidades deben estar sometidas a un régimen único y formar parte de una organización 

integrada, en la que se garantice la independencia e imparcialidad de los jueces y 

magistrados, quienes son los únicos funcionarios que poseen la facultad de conocer, 

decidir y ejecutar de acuerdo con la ley y el derecho. De esta manera, se evita que otras 

funciones del Estado confieran esta potestad a otros cuerpos de funcionarios, 

garantizando así la exclusividad de los jueces y tribunales en el ejercicio de la función 

jurisdiccional. 

 

La Constitución de la Republica del Ecuador (2008), recalca la importancia de la 

unidad jurisdiccional en el numeral 3 del artículo 168, de acuerdo con el artículo en 

mención, se prohíbe a las autoridades de otras funciones del Estado ejercer funciones de 

justicia ordinaria, aunque admite que hay facultades jurisdiccionales específicas 

contempladas en la Constitución. De la misma manera, el artículo 168 establece que 

únicamente la Función Judicial tiene la potestad de administrar justicia ordinaria, aunque 

existe una excepción en la que se permite otorgar esta facultad a otras autoridades que no 

pertenezcan a la Función Judicial. Sin embargo, aún es necesario señalar que la potestad 
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jurisdiccional es ejercida por la función judicial y ninguna otra entidad o función del 

gobierno puede tener la capacidad de administrar justicia, según el principio de unidad 

jurisdiccional. 

 

En concordancia con el contexto mencionado, se sostiene que la aplicación del 

principio de unidad jurisdiccional en la sociedad es esencial para garantizar la justicia y 

la seguridad jurídica, de acuerdo con el criterio personal, el principio de unidad 

jurisdiccional es una norma básica que orienta el funcionamiento adecuado de la 

estructura normativa. Según el artículo 167 de la Constitución de la República del 

Ecuador (2008), la potestad de administración de justicia recae en los órganos de la 

Función Judicial, que tienen la facultad de generar actos con fuerza de cosa juzgada. 

 

Por consiguiente, el Código Orgánico de la Función Judicial (2009) en el artículo 7 

establece que, la jurisdicción y la competencia son otorgadas por la Constitución y la ley, 

y solo pueden ser ejercidas por jueces y juezas que han sido nombrados siguiendo los 

procedimientos establecidos. La jurisdicción permite a los órganos judiciales hacer 

cumplir la ley y resolver controversias, y su ejercicio se limita a las materias previstas en 

la legislación vigente. Es responsabilidad de fiscales, defensores públicos y jueces aplicar 

las normas y dictar sentencias de acuerdo con las reglas establecidas. 

 

Conforme la disposición del numeral 3, artículo 168 de la Constitución de la 

República del Ecuador (2008) la justicia impartida por los magistrados se basa en la 

aplicación concreta de la normativa, además, se enfoca en garantizar los derechos, 

poderes y obligaciones en el ejercicio de la función judicial. Por otro lado, (Bejarano et 

al, 2023) manifiestan que, “la unidad jurisdiccional respaldada por el derecho formal, el 

cual busca asegurar la seguridad jurídica en los procesos judiciales siguiendo las normas 

establecidas” (p. 7245). De esta forma, el derecho material y el derecho formal se 

complementan para lograr un cumplimiento efectivo de la normativa, es decir, el Estado 

ecuatoriano se compromete a garantizar la aplicación de la norma de manera coherente 

con sus objetivos, sin alterar su eficacia. 

 

De acuerdo con el estudio de Zavala (2000), la personería jurídica del Estado 

requiere de la existencia de órganos como sujetos que ejercen la potestad pública, y 

consideramos que la institución es algo distinto a la personería jurídica llamada Estado y 
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también a los órganos como sujetos de la potestad. Según la Constitución de la República 

del Ecuador, los órganos son los responsables de ejercer el poder público, es decir, el 

imperium, por lo tanto, se considera que, cualquier organización que tenga la autoridad 

para ejercer este poder se puede considerar como poder público, dentro de estos órganos 

se incluyen los jueces y tribunales que conforman el sistema judicial (p.19). 

 

En tal sentido, si otros sujetos u órganos que conforman el Estado intervienen en 

las funciones y atribuciones de los órganos jurisdiccionales encargados de ejercer justicia, 

representa claramente una violación a la autoridad judicial, debido que, la unidad 

jurisdiccional requiere la existencia de un solo Poder Judicial en manos del Estado. Como 

es evidente, la unidad jurisdiccional deriva del principio de exclusividad, el cual establece 

que solamente los órganos pertenecientes al Poder Judicial pueden ejercer la potestad 

jurisdiccional, es decir, los jueces están envestidos de jurisdicción. 

 

La potestad coactiva y las funciones del ejecutor según la jurisprudencia 

constitucional 

 

En Ecuador, la jurisdicción coactiva no está claramente definida en la legislación y 

se encuentra dispersa en diferentes normas del sistema legal, desde su inicio, ha carecido 

de una descripción clara de su naturaleza y procedimiento, así como de las limitaciones 

impuestas por el derecho público al sujeto que la ejerce. La llamada jurisdicción coactiva, 

se refiere en realidad a un procedimiento administrativo de ejecución que el Estado o las 

instituciones estatales utilizan para el cobro de sus deudas no pagadas, proceso en el cual, 

amparados por su facultad de recaudación, aplican la fuerza coercitiva del aparato estatal 

a través de un procedimiento administrativo, no judicial, con el objetivo de lograr el pago 

de las deudas pendientes, incluyendo las obligaciones tributarias de las Administraciones 

Tributarias, mediante el embargo y subasta de los bienes de los deudores, es decir, de los 

ciudadanos (Minuche & Castillo, 2023). 

 

En tal sentido, en la ejecución coactiva, solo participan dos partes: el sujeto activo, 

que siempre es el Estado u organismos estatales que representan a la Administración 

Pública; y el sujeto pasivo, que son los contribuyentes obligados que mantienen una deuda 

con la administración tributaria y quien está sujeto a la acción de cobro. Es importante 

destacar que el sujeto activo siempre será una institución del Estado, no una entidad 
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privada, incluso si está bajo su control y administración, la acción coactiva es exclusiva 

del Estado u organismos estatales para el cobro de créditos impagos, y no puede ser 

ejercida por entidades privadas a través de esta acción de derecho público, sino a través 

de otros mecanismos establecidos en el derecho privado. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia vinculante de la Corte Constitucional, en la 

(Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012), la designación de jueces de coactiva se encuentra 

en numerosas normas del sistema legal ecuatoriano, y siempre se ha entendido que los 

funcionarios públicos ejercen la función judicial en el ámbito coactivo. Por lo tanto, es 

incorrecto afirmar que la legislación ecuatoriana no reconoce la calidad de jueces a los 

funcionarios ejecutores de la acción coactiva. La responsabilidad del funcionario 

encargado de ejecutar las sentencias de los Tribunales Distritales de lo Fiscal, tal como 

se establece en el artículo 149 del Código Tributario y el artículo 157 ibidem, adquiere 

una especial relevancia en virtud de la calidad de su labor. 

 

La Corte Constitucional menciono que, los procesos de ejecución de sentencias en 

el ámbito tributario son diferente a otros procesos, ya que, el funcionario a cargo debe 

asegurar el cobro de las obligaciones tributarias de manera rápida y eficiente, respetando 

el principio de suficiencia recaudatoria. Aunque el funcionario ejecutor tiene la calidad 

de juez, esto se debe a sus facultades sancionadoras y recaudatorias, que son propias de 

la administración, sin embargo, no debe confundirse con la potestad jurisdiccional de la 

Función Judicial, pues el objetivo final de estas facultades es garantizar el cumplimiento 

de las decisiones administrativas basadas en el principio de legalidad. 

 

Los funcionarios ejecutores de acuerdo a la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012), 

tienen la facultad de tomar medidas que ayuden con el cobro de las deudas, como es el 

caso del arraigo o la prohibición de ausentarse, sin que esto viole el derecho a transitar 

libremente establecido tanto en instrumentos internacionales como en la Constitución de 

la República del Ecuador. La administración tributaria puede utilizar estas medidas para 

cumplir con los principios de eficiencia y simplicidad administrativa, así como garantizar 

una recaudación suficiente, teniendo en cuenta que, los jueces de coactiva tienen la 

facultad de restringir la libertad de movimiento de aquellas personas que no cumplen con 

sus obligaciones tributarias. 
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En tal sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, hace hincapié en 

diferenciar las facultades de la jurisdicción coactiva y la jurisdicción ordinaria, por un 

lado, el juez de coactiva es un funcionario administrativo, no judicial, designado por la 

Función Ejecutiva u otras entidades estatales administrativas o tributarias. Su labor se 

centra en la gestión del cobro de deudas surgidas de actos administrativos, en base a 

documentos ejecutivos. La coactiva es un proceso administrativo que permite a entidades 

estatales y semiestatales recuperar deudas de deudores, sin embargo, es evidente que la 

Corte Constitucional no identifico claramente las prohibiciones que en Derecho 

corresponden, puesto que en la sentencia que se analiza en los párrafos anteriores se 

garantiza la facultad del funcionario ejecutor para restringir el Derecho a la movilidad 

ante el incumplimiento del pago a la administración pública, por lo cual, se identifica una 

falencia ante la incapacidad de determinar que la Constitución de la República del 

Ecuador (2008) manifiesta que, la libertad de movilidad solamente se otorga ante una 

decisión judicial, es decir, otorgarle calidad de juez a un funcionario de carácter 

administrativo es erróneo. 

 

Siguiendo la misma línea jurisprudencial, la Corte Constitucional en la (Sentencia 

N.° 156-12-SEP-CC, 2012) manifestó que, cuando las resoluciones administrativas que 

contienen mandatos no son cumplidas por el destinatario, la administración tiene la 

facultad de proceder a la ejecución forzada del acto administrativo. Sin embargo, para 

que esto sea posible, el acto administrativo debe ser eficaz y ejecutivo, además, es 

importante tener en cuenta que la administración pública debe cumplir con los 

procedimientos formales y garantizar los derechos constitucionales de las personas al 

emitir sus actos administrativos. En caso de violación de estos derechos, las personas no 

deben quedar desprotegidas. 

 

De acuerdo con la Corte Constitucional, el auto emitido por el funcionario 

encargado del proceso de coactivas se cataloga como un acto administrativo en el marco 

de un proceso de cobro de créditos públicos, los agentes de la jurisdicción coactiva son 

servidores públicos, no magistrados, y su responsabilidad principal no es la de administrar 

justicia. Por lo tanto, este acto no se emite en el contexto de un proceso judicial y no posee 

la misma autoridad que una sentencia judicial. Es decir, un procedimiento administrativo 
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no puede colocarse en el mismo nivel que un proceso jurisdiccional, ya que no desarrolla 

un juicio como tal y no se emite una sentencia. 

 

En un juicio coactivo, no hay una disputa entre partes que expongan sus argumentos 

ante un juez para resolver sus pretensiones. En cambio, existe una acción coercitiva por 

parte de la administración que obliga al individuo a cumplir con una obligación. Si la 

persona sometida a coactivas considera que la decisión de la administración es injusta o 

desproporcionada, o si cree que el derecho que se le reclama no es válido, no tiene la 

opción de presentar su defensa durante el proceso del juicio coactivo. 

 

El principio de Autotutela Ejecutiva de la Administración Pública 

 
En contexto, el principio en estudio, desarrolla la capacidad especial que poseen 

algunas instituciones públicas de ejecutar sus créditos de manera directa, sin tener que 

recurrir al poder judicial, es una forma de autotutela ejecutiva de la administración, que 

le permite a la administración utilizar su propia coacción sin necesidad de recurrir a la 

coacción impartida por los tribunales judiciales. 

 

Según Minuche & Castillo (2023), los organismos que forman parte de las 

administraciones públicas tienen el privilegio de poder imponer situaciones jurídicas a 

los particulares sin necesidad de su consentimiento. Estos actos se consideran legítimos, 

lo que implica que son de cumplimiento obligatorio sin necesidad de una resolución 

judicial. Además, en casos excepcionales, la Administración está autorizada para hacer 

cumplir de manera forzosa estas obligaciones. 

 

La Autotutela Ejecutiva de la Administración garantiza que los actos 

administrativos tienen carácter ejecutivo y que la administración tiene la facultad de 

garantizar su cumplimiento por sí misma. Esto se materializa a través de los actos de 

ejecución administrativa, mediante los cuales se busca hacer cumplir un acto 

administrativo de manera forzosa, actuando como un título ejecutivo y persiguiendo su 

observancia a través de un procedimiento administrativo. 

 

La orden de cobro, o el título de crédito en materia tributaria, es el acto 

administrativo ejecutorio necesario para iniciar la ejecución. Sin este acto, el 
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procedimiento sería nulo. Es importante destacar que el acto administrativo es una 

declaración unilateral de la administración pública, realizada en ejercicio de su facultad 

de cobro, que produce un efecto jurídico individual, como el mandamiento de pago de 

una deuda (Aguirre Ramírez, 2023). 

 

El incumplimiento de la orden de pago es necesario para iniciar el procedimiento 

administrativo de ejecución coactiva. Esta se inicia con el auto de pago, que constituye 

un acto administrativo que impone forzosamente una situación jurídica individualizada. 

Estos actos decisorios externos de la administración pública son parte de su ejercicio de 

autotutela ejecutiva, donde se ejerce su poder de forma autoritaria. De acuerdo con lo que 

exponen, Minuche & Castillo (2023) “la Autotutela Ejecutiva no es definitiva, como 

advierte pacíficamente la doctrina. Esto quiere decir que, aunque se haya aplicado la 

autotutela ejecutiva, existe la posibilidad de que los tribunales posteriormente conozcan 

del asunto” (p. 56). 

 

Este conocimiento se refiere a la validez del acto, es decir, el titulo ejecutivo, a la 

validez de la ejecución forzosa y a la observancia de los límites establecidos. En estos 

casos, se podrían presentar acciones judiciales que no solo cuestionen el procedimiento 

de ejecución, sino también el procedimiento iniciado y, incluso, solicitar la indemnización 

de los perjuicios causados por daños directos y previamente determinados, pero 

solamente si el administrado, como sujeto pasivo, no tiene la obligación jurídica de 

soportarlos. Por ende, la autotutela administrativa es una prerrogativa que la 

administración tiene para ejercer su poder público, permitiéndole imponer y declarar sus 

decisiones unilateralmente para producir efectos jurídicos sin necesidad de la voluntad 

del ciudadano, es decir, consiste en la capacidad de la administración pública para crear, 

modificar o extinguir las obligaciones tributarias a través de actos administrativos. 

 

La autotutela administrativa le otorga facultad a la administración para declarar y 

ejecutar sus decisiones sin recurrir a ninguna autoridad judicial, siendo estas decisiones 

obligatorias para los administrados. Esta potestad administrativa permite que la 

administración tome decisiones a través de actos administrativos para alcanzar los 

objetivos del Estado y el interés público, manteniendo los límites establecidos por la 
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Constitución, los derechos fundamentales y el principio de legalidad. Sin embargo, no es 

absoluta, ya que se garantiza que el Estado esté al servicio de los ciudadanos. 

 

La unidad jurisdiccional diferenciada de la jurisdicción coactiva 

 
 

En Ecuador, la ejecución de créditos por parte de las autoridades administrativas se 

conoce popularmente como jurisdicción coactiva. Además, numerosos órganos 

administrativos estatales, aunque no tienen vínculo con el Poder Judicial, se 

autodenominan jueces y creen tener las mismas facultades que estos. Este fenómeno se 

debe a la complejidad cada vez mayor de la actividad administrativa del Estado, y ha 

llevado a que estas dependencias adopten una estructura similar a los tribunales judiciales 

y sigan un procedimiento similar en sus decisiones. 

 

De acuerdo con lo mencionado por Minuche & Castillo (2023), no se puede aceptar 

ni hablar en la práctica sobre la existencia de una jurisdicción administrativa por las 

siguientes razones: 

 

1. Los actos derivados del procedimiento administrativo son actos administrativos, 

no actos jurisdiccionales. La jurisdicción se refiere a la función judicial, que es 

exclusiva de la justicia y no puede ser ejercida por otras funciones del Estado. 

2. El órgano administrativo, al ser parte interesada y estar sujeto a las órdenes de sus 

superiores, difícilmente puede ser imparcial como juez. 

3. Los términos de Función Administrativa y de Función Jurisdiccional se excluyen 

mutuamente. No pueden mezclarse en una misma actividad. 

4. Las leyes administrativas no pueden contrariar ni reducir las atribuciones 

constitucionales exclusivas de las Funciones del Estado, especialmente de la 

función jurisdiccional, que es una garantía de los derechos de los ciudadanos 

(Minuche & Castillo, 2023, p.68). 

 

En cuentos a lo mencionado en el párrafo anterior, la Autotutela Ejecutiva no puede 

considerarse como una potestad administrativa jurisdiccional, ya que la jurisdicción 

garantiza la imparcialidad y la independencia de los órganos que la ejercen, algo que la 

Administración Pública no puede asegurar en este caso. La Administración busca el cobro 

coactivo de créditos a su favor, lo que implica que protege sus propios derechos e 
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intereses, sin contar con la imparcialidad necesaria. Además, las decisiones o acciones 

tomadas por la administración no tienen una validez definitiva, ya que no cuentan con 

fuerza de cosa juzgada. 

 

Sin embargo, aunque se ha creído que la administración actúa como un juez especial 

en su actividad ejecutoria, esto no es completamente cierto ya que le falta la 

independencia necesaria que caracteriza a un órgano jurisdiccional. En realidad, estos 

órganos administrativos se encuentran dentro de la estructura administrativa y están 

sujetos a las limitaciones y obligaciones propias de esa función. Por lo tanto, sus 

decisiones pueden ser impugnadas ante los verdaderos órganos jurisdiccionales, es decir, 

la diferencia fundamental entre la función jurisdiccional y la administrativa es que esta 

última actúa en sus propios intereses o en los intereses que se le han encomendado y en 

caso de conflicto, se trata de un problema propio de la administración y no se actúa con 

la imparcialidad característica de la jurisdicción. 

 

En materia tributaria los actos de determinación realizados por las administraciones 

tributarias, son de naturaleza administrativa y no jurisdiccional, especialmente debido a 

la falta de independencia del órgano administrativo. Por lo tanto, no cumplen con los 

criterios objetivos de imparcialidad propios de la actividad jurisdiccional. Este punto se 

compara con el procedimiento de ejecución coactiva, que es exclusivamente 

administrativo y no constituye un juicio propiamente dicho (Minuche & Castillo, 2023). 

 

A menudo, se confunde este procedimiento administrativo con un juicio, cuando en 

realidad no hay discusión ni litigio, y no hay un juez que lo resuelva. En cambio, existe 

un funcionario o empleado encargado de aplicar los procedimientos administrativos 

pertinentes en la coactiva. El principio de Unidad Jurisdiccional establece que existe solo 

un poder judicial, es decir, la potestad jurisdiccional es exclusiva de los órganos del poder 

judicial. Por lo tanto, no es competencia de otras instituciones ajenas al poder judicial 

ejercer esta función, puesto que, la Unidad Jurisdiccional busca garantizar la realización 

de la justicia mediante órganos exclusivos e independientes, que brinden una tutela 

judicial efectiva, imparcial garantizando así el debido proceso. 

 

En ocasiones la labor de la administración pública es confundida con la actividad 

judicial y, por ende, es denominada como tal debido a ciertos aspectos específicos como 
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la resolución de reclamaciones y recursos administrativos, la imposición de sanciones por 

infracciones administrativas y, en particular, la ejecución de actos por parte de la 

Administración, el primer lugar la jurisdicción ordinaria va de la mano con el principio 

de unidad jurisdiccional, de ahí se desprende la capacidad que tienen los jueces para 

juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, de acuerdo con lo establecido en el numeral 3 del 

artículo 168 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), solamente los órganos 

de la función judicial tienen potestad jurisdiccional. 

 

Sin embargo, desde la mal llamada jurisdicción coactiva, existe un complejo errado 

de creer y hacer parecer a los funcionarios ejecutores encargados del proceso coactivo 

como jueces, teniendo en cuenta la doctrina su denominación únicamente es por 

costumbre, mas no comprenden las facultades que se les otorgar a quienes conforman los 

órganos jurisdiccionales. Los procesos coactivos no son formalmente considerados 

juicios ya que no involucran una disputa legal, además, la persona a cargo del proceso no 

actúa como juez ya que no tiene funciones judiciales, sino que forma parte de la 

administración pública. 

 

Las medidas cautelares 

 

Medidas cautelares, historia, conceptualización y Derecho comparado 

 
Las medidas cautelares surgieron en la antigua Roma bajo los nombres de "manus 

iniectio" y "signoris capio". La manus iniectio consistía en la captura física que un 

acreedor o ejecutor hacía de un deudor o ejecutado, cuando este último había sido 

condenado a pagar una cantidad específica de dinero que no podía ser cubierta con sus 

bienes. La signoris capio es una forma de asegurar el pago de una deuda mediante la 

posesión de los bienes del deudor como garantía. Esta acción se dirige contra los bienes 

del deudor y no contra su persona. (Chiluisa, Paredes, & Paredes, 2023, p. 3001) 

 

En la actualidad, se implementan medidas cautelares durante un proceso legal, las 

cuales pueden ser solicitadas por las partes involucradas o dictadas por el tribunal de 

manera preventiva. Estas medidas tienen como objetivo asegurar bienes o pruebas 

relevantes para el caso, así como cubrir necesidades urgentes. Es importante destacar que 
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las medidas cautelares son temporales y su propósito es garantizar que se cumplan las 

decisiones judiciales en caso de que una de las partes resulte beneficiada. 

 

Las medidas cautelares a nivel constitucional pueden tener dos enfoques diferentes: 

pueden aplicarse de manera autónoma o en conjunto con una protección específica 

establecida, en el caso del derecho administrativo, es relevante tener en cuenta que, el 

recaudador puede imponer medidas cautelares sin necesidad de la participación de una 

parte afectada, lo cual puede resultar inusual, dado que comúnmente se espera que la 

entidad pública acreedora busque la recuperación de los fondos adeudados. 

 

El objetivo no es definir la esencia de las medidas cautelares, sino subrayar la 

importancia de que estas se ajusten a las normas constitucionales para proteger los 

derechos fundamentales. Es fundamental que la administración tributaria respete los 

derechos de los contribuyentes, tal como lo establece la Constitución. Además, el artículo 

226 deja claro que es responsabilidad de la administración pública garantizar el ejercicio 

de los derechos reconocidos (Chiluisa, Paredes, & Paredes, 2023, p. 3002). 

 

La Corte Constitucional en la (Sentencia No. 0034-13-SCN-CC, 2013) interpretó 

que, las medidas cautelares pueden ser activadas tanto en casos de amenazas como de 

vulneraciones de derechos constitucionales. Por el contrario, en el caso de amenazas, el 

objetivo es prevenir las posibles violaciones de derechos, mientras que en el caso de que 

se hayan producido ya la transgresion a los derechos del individuo, la finalidad de la 

medida será cesar la vulneración del Derecho. 

 

Por otro lado, de acuerdo con la (Sentencia No. 026-13-SCN-CC, 2013), la Corte 

determinó que las medidas cautelares deben ser provisionales, instrumentales, urgentes, 

necesarias e inmediatas. Esto significa que deben tener una duración limitada en caso de 

posible violación, deben establecer acciones para prevenir o detener la violación, deben 

ser tomadas de manera inmediata debido a la gravedad o inminencia del hecho, deben ser 

adecuadas a la violación en cuestión y deben ser ordenadas lo más pronto posible una vez 

recibida la solicitud. 

 

Las medidas cautelares se aplican en procesos judiciales y administrativos 

tributarios, su finalidad será asegurar el cumplimiento de una obligación de manera 
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temporal, es decir, se configuran como herramientas legales utilizadas por la 

administración pública con el fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales de los contribuyentes. Su objetivo es asegurar que se cuenten con los recursos 

necesarios para pagar las deudas tributarias y evitar posibles pérdidas para el Estado. 

Estas medidas buscan prevenir la demora o la falta de pago de impuestos por parte de los 

contribuyentes, especialmente en un entorno legal marcado por la globalización. 

 

Por un lado, las medidas son necesarias para garantizar el cumplimiento de los 

contribuyentes con sus responsabilidades fiscales y asegurar los recursos para el Estado. 

Sin embargo, por otro lado, es necesario tener en cuenta que estas pueden aplicarse de 

manera excesiva, causando daños económicos significativos a los contribuyentes y 

obstaculizando su capacidad productiva. Para evaluar esta eficacia, es importante 

considerar varios aspectos, incluyendo si las medidas garantizan el cumplimiento de las 

obligaciones fiscales y si efectivamente permiten la recaudación del monto adeudado. 

 

En Ecuador, las normativas que regulan las medidas cautelares en el proceso 

coactivo tributario se encuentran en el Código Tributario, el Código Orgánico 

Administrativo (COA) y otras normativas relacionadas. Estas leyes definen los 

procedimientos, requisitos y criterios para la interposición de medidas cautelares por parte 

de la administración tributaria. El Código Tributario, en su Título IX, trata 

específicamente sobre las medidas cautelares en el proceso coactivo, permitiendo a la 

administración tributaria tomar medidas cautelares reales o personales para garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

 

Las medidas cautelares reales incluyen el embargo, retención o la prohibición de 

enajenar, mientras que las medidas cautelares personales pueden involucrar la suspensión 

de operaciones comerciales o la restricción de salida del país. Además, se establece que 

estas medidas deben ser adoptadas mediante una resolución motivada de la autoridad 

competente, basada en el riesgo de no cobro de la deuda tributaria, y se detallan los 

derechos del contribuyente para impugnarlas y solicitar su cese ante el juez tributario. 

 

A pesar de ser útiles para garantizar el cumplimiento de las obligaciones fiscales, 

es esencial que las medidas cautelares se apliquen de manera equitativa y respetando los 

derechos fundamentales de los contribuyentes. Es relevante establecer criterios claros y 
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específicos para evaluar la proporcionalidad de las medidas cautelares, evitando así la 

imposición de aquellas que sean excesivas o desproporcionadas y que puedan perjudicar 

seriamente la situación económica de los contribuyentes. 

 

En la legislación colombiana, yodo el sistema de medidas cautelares establecido en 

las distintas leyes procesales, incluido el Código General del Proceso, cuenta con un 

sólido respaldo en la Constitución Política colombiana y el bloque de constitucionalidad. 

La Constitución no solo establece principios que fundamentan las medidas cautelares, 

sino que también incluye disposiciones específicas que regulan su aplicación por parte 

del legislador. Una de las premisas fundamentales es la responsabilidad del Estado de 

garantizar la plena materialización de los derechos constitucionales, es decir, asegurar el 

acceso a la justicia, cumplimiento del debido proceso. Por ende, de acuerdo con la norma 

vigente que regula la administración de justicia, tiene como objetivo hacer cumplir los 

derechos, obligaciones, garantías y libertades establecidos en la Constitución y las leyes. 

 

El arraigo o prohibición de salida del pais 

 
En líneas generales, el arraigo o prohibición de salida del país restringe el derecho 

a la libre movilidad con la finalidad de que una persona no pueda abandonar el país a 

causa de un proceso judicial que se sigue en su contra. El objetivo primordial de esta 

medida es asegurar que el individuo esté presente durante todo el proceso judicial, 

evitando así la posibilidad de que escape del país y eluda la acción de la justicia, 

especialmente en casos donde se considera que hay un riesgo de fuga o de obstrucción de 

la investigación. 

 

Por lo tanto, cuando una persona tiene problemas con la ley de coactiva, delitos 

penales, infracciones de tránsito o casos de alimentos, es importante tener en cuenta que 

podrían dictarse medidas cautelares que te impidan salir del país. En situaciones como 

estas, es común que las personas se vean sorprendidas al intentar viajar, ya que en el 

sistema de Migración puede aparecer un impedimento legal. En términos legales, el 

"arraigo" implica que se te ha impuesto una medida cautelar que te prohíbe salir del país, 

lo cual puede ocurrir cuando eres demandado por obligaciones alimenticias, entre otros 

casos (Ortega, 2007). 
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El Código de la Niñez y Adolescencia (2003) en el artículo 20 establece que, en 

casos de incumplimiento de dos o más pensiones alimenticias, se puede proponer una 

medida cautelar al alimentante con la finalidad de que este no salga del país. Sin embargo, 

la experta afirma que en algunas ocasiones se aplican estas limitaciones sin que el deudor 

haya incumplido previamente con sus obligaciones alimenticias, lo cual considera injusto. 

Además, para que un menor pueda viajar fuera del país, se requiere la autorización de 

ambos padres, la cual debe ser validada por un notario. De acuerdo con el artículo 131 

del Código Orgánico General de Procesos (2015), en caso de que un acreedor sospeche 

que el deudor intenta escapar del país para eludir el pago de una deuda, tiene la opción de 

solicitar el arraigo, previa demostración de la existencia de la deuda, la condición de 

extranjero del deudor y la insuficiencia de bienes inmuebles en el territorio nacional. 

 

Finalmente, además de las deudas de pensiones alimenticias y los juicios de 

coactiva, también se pueden aplicar restricciones a la libertad de movimiento del artículo 

66 numeral 14 de la Constitución del Ecuador (2008) en casos penales o de tránsito. Un 

juez puede imponer una prohibición para salir del país si un fiscal lo solicita como medida 

cautelar para garantizar la presencia del acusado. 

 

Funciones del ejecutor en la legislación ecuatoriana y el Derecho comparado 

 
 

Según el Código Tributario ecuatoriano, el funcionario ejecutor tiene varias 

funciones tales como: 

 

• El funcionario a cargo debe seguir las instrucciones de la resolución emitida 

en relación con las solicitudes de pagos flexibles. 

• Si la persona afectada por las medidas cautelares impugna la legalidad de 

las mismas, el funcionario responsable de ejecutarlas deberá compensar por 

los daños causados, además de enfrentar posibles consecuencias penales. 

• El funcionario ejecutor resolverá cualquier disputa sobre cuál tipo de 

créditos tiene prioridad: los fiscales o los no fiscales. 

• El funcionario ejecutor podrá conceder la tercería excluyente de dominio 

• El funcionario ejecutor tiene la potestad de seleccionar un experto para 

evaluar los bienes embargados (Código Tributario, 2005). 
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En la legislación panameña, el funcionario ejecutor es designado por la Institución 

Ejecutante en Panamá sin la necesidad de un concurso, a diferencia de los funcionarios 

del Órgano Judicial, y se encuentra sujeto a la Constitución y la Ley conforme la 

disposición del artículo 2 del Código Judicial y el párrafo segundo del artículo 1801 de la 

misma Ley. El funcionario ejecutor, al ser un empleado público, está sujeto al Reglamento 

de Personal de la Institución para la que trabaja y no cuenta con estabilidad laboral en el 

puesto. Esto contrasta con el Principio de Independencia Judicial que debería guiar todos 

los procesos de administración de justicia, incluido el proceso de cobro coactivo regulado 

en el artículo 1801 y del Código Judicial (Sierra, 2014). 

 

De acuerdo al artículo 1800 del Código Judicial panameño, el funcionario público 

encargado del cobro coactivo actúa como un servidor administrativo, de acuerdo con las 

leyes procesales panameñas (Sierra, 2014). En estos procesos, el funcionario tiene la 

función de juez y utiliza la institución pública en representación. No se permiten discutir 

asuntos que deberían haberse recurrido en la vía administrativa. En cuanto a los costos, 

solo se podrán incluir los gastos estrictamente necesarios para el proceso, evitando 

tasaciones excesivas y podrán ser comprobados con factura según las costumbres locales. 

 

En tal sentido, a diferencia de la legislación ecuatoriana, las funciones que ejerce y 

como se le denomina al funcionario encargado de los procesos coactivos en la legislación 

panameña se encuentran previsto expresamente en el marco normativo, en el caso 

ecuatoriano esto se encuentra implícito por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ecuatoriana, lo cual no estaría conforme el principio de legalidad, motivo por el cual se 

inició el proceso de inconstitucionalidad respecto del artículo 164 del Código Tributario, 

confundiendo las funciones del ejecutor y relacionándolas con la potestad que tienen los 

órganos jurisdiccionales. 

 

Por otro lado, en la legislación colombiana, antes o al mismo tiempo que se emite 

el mandamiento de pago, es posible que se dicte el secuestro o embargo preventivo de los 

bienes propiedad del deudor como medida cautelar. El funcionario de coactivas puede 

identificar los bienes del deudor utilizando medios de información tributaria o 

investigando la titularidad de los bienes. Estas medidas cautelares se establecen a través 

de un auto interlocutorio de cúmplase, que debe ser aprobado por la Secretaría de 
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Hacienda del Municipio, para luego proceder con los trámites necesarios a fin de registrar 

la medida y evitar que el bien pueda ser objeto de transacciones comerciales (Arango & 

Seguro, 2018). 

 

En cuanto a la legislación peruana, el ejecutor coactivo es el funcionario 

responsable de gestionar el procedimiento de cobranza forzosa, de acuerdo a la Ley Nº 

26979 y el Código Tributario. La administración pública solo puede usar su autoridad 

para cobrar de forma coercitiva sus ingresos o ejecutar de manera obligatoria las deudas 

a su favor, siempre que estas provengan de una relación legal de carácter público. Por lo 

tanto, Tribunal Constitucional acerca de la prudencia y los límites establecidos por la 

Constitución en sus decisiones. Ejemplificando las acciones, en el Expediente No. 0015- 

2005-PI/TC se señala que es fundamental que el ejecutor coactivo actúe con prudencia, 

celeridad y de manera pragmática, respetando en todo momento los límites 

constitucionales como el derecho a la propiedad, al debido proceso y a la tutela judicial 

efectiva. 

 

Es decir, de acuerdo a las disposiciones respecto del procedimiento de ejecución 

coactiva en Perú, el ejecutor coactivo es la persona designada para representar a la entidad 

y tomar las medidas necesarias para que se dé el cumplimiento de la obligación, de 

acuerdo a lo establecido por la ley, función que es intransferible y el cobro se realiza a 

través de un título de crédito. A pesar de esto, no existe disposición alguna que permita 

al ejecutor coactivo aplicar medidas cautelares en el ámbito administrativo o tributario 

para asegurar el pago de la deuda. 

 

En tal sentido, según manifiesta Huamán (2012), en la legislación peruana, el 

proceso de ejecución coactiva, ha pasado por distintas etapas: inicialmente se consideró 

un procedimiento judicial, luego se estimó como un procedimiento administrativo que 

requería una ley especial, y más tarde se definió como un procedimiento mixto, 

combinando aspectos administrativos y judiciales. Actualmente, el Código Tributario 

consideran al procedimiento coactivo de naturaleza administrativa no judicial, motivo por 

el cual, para implementar medidas como embargo de bienes se necesita acudir a la vía 

judicial. 
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CAPITULO II 

ESTUDIO DE CASO 

Temática a ser abordada 

Causa No. 8-19-CN 

Sentencia No. 8-19-CN/22 

El derecho a la libre movilidad ambulatoria en el contexto del arraigo o prohibición de 

salida del país sin trámite previo del artículo 164 del Código Tributario. Análisis de Caso 

No. 8-19-CN/22. 

 

Con la Sentencia No. 8-19-CN/22 Ecuador da un gran paso a garantizar el derecho 

a la libertad ambulatoria, que por mucho tiempo se estaba viendo vulnerada por parte de 

la Administración tributaria al permitir que un funcionario ejecutor de coactivas 

impusiera el arraigo prohibición de salida del país al sujeto activo que tenía la obligación 

de cumplimiento de la prestación tributaria. Teniendo en cuenta que existen precedentes 

jurisprudenciales donde ya se había discutido sobre la facultad que ostenta un funcionario 

ejecutor y sobre todo la diferencia crucial que existe entre los juicios coactivos por así 

llamarlo y la jurisdicción ordinaria. Lo cual conlleva a que la Corte en la sentencia emitida 

el 27 de enero del 2022 declare la inconstitucionalidad del artículo164 del Código 

Tributario por la existencia de vulneración al derecho a transitar libremente, principio de 

unidad jurisdiccional y seguridad jurídica. 

 

Puntualizaciones metodológicas 

 
Dentro de la modalidad de estudio de caso, con la finalidad de realizar un análisis 

crítico y preciso respecto de la presente investigación, se utiliza el método descriptivo 

analítico, lo cual permite esclarecer todo lo relacionado con el derecho a la libre movilidad 

ambulatoria o libertad de tránsito, derecho reconocido por la Constitución de la República 

del Ecuador (2008), establece la forma en la cual el Estado tiene la obligación de proteger 
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y restringir los derechos, partiendo que el derecho a la libertad representa en un individuo, 

tomando como referencia jurisprudencial vinculante la Sentencia No. 8-19-CN/22. 

 

De tal manera, se iniciara con una revisión minuciosa respecto de los antecedentes 

de hecho con base a la perspectiva de la administración de justicia y el criterio expuesto 

en la decisión de la Corte Constitucional, por consiguiente, conforme el marco doctrinario 

elaborado en el capítulo I, se realizara un análisis profundo respecto de los puntos más 

relevantes que tomo a consideración la Corte Constitucional, con el objetivo de 

comprender los distintos alcances y limites que tiene el derecho a la libre movilidad 

ambulatoria o derecho a transitar libremente. Consecuentemente una vez tomado en 

cuenta la revisión bibliográfica, se va a detallar y elaborar cuestionamientos sobre los 

criterios y la decisión adoptada por la Corte Constitucional, a través de una investigación 

sistemática-analítica con la que se busca esclarecer la problemática central planteada en 

la investigación. Lo cual permitirá que como último punto se lleve a cabo un análisis 

crítico-jurídico de la sentencia a fin de comprender el argumento que permitió a la corte 

decidir sobre el problema jurídico. 

 

Antecedentes de la Sentencia No. 8-19-CN/22. 

 
En el presente caso, la administración tributaria era el SRI, misma que inicio su 

acción coactiva de cobro en contra de CIRSAECUADOR S.A. El funcionario ejecutor de 

la Administración tributaria dispuso varias medidas entre ellas la prohibición de que el 

señor Augusto González salga del país y se ha retenido fondos en sus cuentas personales 

debido a su posición como representante de la compañía. 

 

Por consiguiente, se presentó una acción de protección por parte de Augusto 

González contra un funcionario del Servicio de Rentas Internas, alegando la violación de 

derechos constitucionales como la libertad de movimiento, la movilidad humana y la 

seguridad jurídica. El caso fue derivado a la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia de la parroquia Mariscal Sucre en Quito, donde se le asignó el número de 

caso 17203-2019-04985 (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

La audiencia pública del 19 de junio de 2019 fue suspendida con el fin de consultar 

a la Corte Constitucional sobre la legalidad de la expresión "arraigo o prohibición de 
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salida del país" sin cumplir previamente con el procedimiento establecido en el artículo 

164 del Código Tributario para resolver el caso. Según el artículo 428 de la Constitución 

del Ecuador, el juez tiene la facultad de suspender el proceso que está llevando a cabo y 

enviarlo a consulta si considera que una norma por debajo de la Constitución es contraria 

a las disposiciones constitucionales (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Por lo tanto, el juez que sustanciaba la causa decidió enviar el expediente a la Corte 

Constitucional el 25 de junio de 2019, en cumplimiento de lo establecido en la 

Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

Luego, el 8 de febrero de 2021, en una audiencia pública, la jueza admitió la acción de 

protección, lo cual fue impugnado por el Servicio de Rentas Internas, siendo el caso 

remitido a la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia 

de Pichincha. 

 

Decisiones anteriores (acción de protección y apelación) 

 
El señor Augusto Ortiz presentó una acción de protección argumentando que un 

funcionario del SRI emitió un auto en abril de 2019 en el cual se impuso la medida 

cautelar de prohibición de salida del país y otras medidas en su contra. El accionante 

sostiene que este funcionario no tiene la competencia necesaria para tomar este tipo de 

decisiones, ya que no es un juez, tal como lo establece la Constitución y la Sentencia No. 

156-12-SEP-CC previa de la Corte Constitucional (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

La vulneración de los derechos a libre tránsito y movilidad del accionante se hizo 

evidente al no haberse dictado la prohibición de salida del país por medio de una decisión 

judicial, contraviniendo el artículo 167 de la Constitución de Ecuador y otras normativas 

afines. Según estas disposiciones constitucionales, únicamente los órganos 

jurisdiccionales y los que la ley permita pueden administrar justicia ordinaria y no puede 

ser ejercida por autoridades de otras funciones, como se establece en el artículo 10 del 

Código Orgánico de la Función Judicial. Esta situación también se sustenta en los 

artículos 178 de la Constitución, 38.1, 170 y 176 del Código Orgánico de la Función 

Judicial. 
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Teniendo en cuenta que en la misma jurisprudencia de la Corte se resolvió que, el 

ejecutor de coactivas no es considerado un juez según el Tribunal Constitucional, ya que 

se encuentra dentro de la Administración Pública y su función es una manifestación de la 

auto tutela administrativa en la fase ejecutiva. Por lo tanto, no tenía la autoridad para 

imponer la prohibición de salida del país, lo cual atenta en contra de la seguridad jurídica, 

ya que se viola la Constitución y se limita el derecho constitucional del individuo sin una 

justificación adecuada. 

 

Sin embargo, la administración tributaria argumentó que el Código Orgánico 

Administrativo, determina que, la ejecución coactiva como una de las áreas en las que se 

aplica esta normativa. En el marco de este procedimiento administrativo especial, el 

artículo 281 regula las medidas cautelares personales. Además, se mencionó que el 

obligado puede suspender la medida cautelar presentando una garantía, ya que la 

administración señaló que el ejecutor tiene la facultad de asegurar el cumplimiento de una 

deuda mediante la imposición de medidas cautelares como; prohibición de salida del país, 

retención o prohibición de enajenar. También puede solicitar al juez que ordene la 

prohibición de ausentarse en determinados casos. Estas medidas pueden aplicarse de 

manera inmediata y se considerará el principio de proteger los derechos de las personas 

de forma mínimamente invasiva. No obstante, el obligado tiene la opción de cancelar 

estas medidas presentando una garantía bancaria por el monto total de la deuda, intereses 

y costos del proceso, de manera incondicional y con posibilidad de ser cobrada de 

inmediato. 

 

La jueza encargada de resolver las objeciones presentadas por la administración 

tributaria sostuvo que no hay duda de que aquellos que realizan la función de cobrar 

deudas son empleados de la Administración Pública y no jueces, y que el procedimiento 

de cobro coercitivo es simplemente un proceso administrativo para recuperar créditos 

públicos. Al ser un procedimiento administrativo, las facultades de la administración 

pública deben respetar los procedimientos establecidos y los derechos constitucionales de 

las personas. Esto implica que las personas no queden indefensas ante cualquier 

trasgresión a sus derechos. Por consiguiente, el documento emitido por el "Juez de 

Coactivas" es una medida administrativa en el marco de un proceso de recuperación de 

deudas, y no una resolución judicial en un litigio. Los funcionarios recaudadores no tienen 
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el poder de administrar justicia ni ejercer jurisdicción, por lo que no pueden imponer la 

prohibición de salida del país al demandante. Esta decisión administrativa viola los 

derechos constitucionales del demandante. 

 

Por lo que, dentro del argumento del juzgador se manifiesta que existía también una 

afectación a la seguridad jurídica, puesto que, la predictibilidad en la actuación de las 

autoridades implica que estas deben actuar de forma consistente y previsible, evitando la 

arbitrariedad y generando seguridad jurídica. En el caso propuesto, el Recaudador del SRI 

actuó de manera arbitraria al tomar una decisión que solo corresponde a un juez, sin seguir 

el debido proceso legal. Lo cual genera una transgresión al derecho a transitar libremente 

y movilizarse fuera del país, de la misma manera genera inseguridad jurídica, ya que las 

personas deben poder prever cómo se tratarán sus situaciones legales. 

 

Es decir que, la decisión tomada por el Recaudador Especial del SRI va en contra 

del derecho constitucional de libertad de tránsito y salir libremente del país. Según el 

numeral 14 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), solo 

un juez competente puede ordenar la prohibición de salir del país, no un servidor público 

en sede administrativa. En el caso del accionante, se transgredió su derecho constitucional 

y se vulnero la regularidad y previsibilidad de las actuaciones de los poderes públicos. 

 

La juez competente hizo hincapié que, en cuanto a la vulneración del derecho al 

libre tránsito y movilidad, seguridad jurídica, que el ejecutor del SRI, al tomar la decisión 

de prohibir la salida del país, no tiene la calidad de juez y no cuenta con la competencia 

adecuada según la Constitución y las leyes. Sosteniendo que solo un juez puede limitar el 

derecho a la movilidad y que cualquier otra entidad o persona no tiene la autoridad para 

hacerlo. 

 

En la decisión adoptada se realiza una comparación entre el juez de coactivas y juez 

ordinario, teniendo que, el primero es un funcionario que se encuentra bajo la dependencia 

de la institución estatal, por lo que no puede considerarse imparcial, sino más bien como 

parte interesada en la recaudación de fondos para la administración pública. Estos 

funcionarios son designados por la institución a la que pertenecen y no forman parte de 

la Función Judicial como órganos auxiliares. El acto administrativo es emitido por la 

entidad interesada a través del órgano competente, y el mismo funcionario puede 
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revocarlo de forma unilateral o en respuesta a un recurso presentado por el administrado. 

El acto adquiere ejecutoriedad, es decir, puede ejecutarse, aunque se interpongan 

recursos, y se puede impugnar sin necesidad de agotar otras vías de impugnación. 

 

Por el contrario, el juez ordinario, dicta sentencias que son obligatorias de cumplir, 

es una figura imparcial y neutral que se encarga de resolver disputas legales entre dos 

partes, sin formar parte de ninguna institución gubernamental. Su función principal es 

dictar sentencias que resuelvan la controversia en cuestión. Son nombrados según las las 

disposiciones del Código Orgánico de la Función Judicial y cuentan con facultades y 

atribuciones definidas en dicha normativa. Una vez que el juez ha dictado su fallo, no 

puede modificarlo ni revocarlo. Si el fallo es impugnado, deben agotarse los recursos y 

procedimientos establecidos antes de que se puedan activar otras instancias de apelación. 

 

En el análisis de la argumentación y la decisión de la jueza a cargo, se manifiesta 

que a través del principio de unidad jurisdiccional se otorga la potestad de administrar 

justicia a los órganos, Cortes y tribunales de la Función Judicial. En consecuencia, se 

admite la acción de protección interpuesta por Augusto Gonzales y se determina que las 

medidas cautelares impuestas por el SRI violaron su derecho a la libertad de movimiento, 

así como a la seguridad jurídica. Por lo que, se establece el respeto al derecho al libre 

tránsito y movilidad del accionante, los cuales están garantizados en la Constitución. 

Como medida de reparación integral, se ordena levantar la prohibición de salida del país 

impuesta por el SRI. Además, se exige que el SRI ofrezca disculpas públicas al 

accionante, y se prohíbe a la institución tomar la misma medida sin autorización judicial. 

 

Por otra parte, respecto del derecho a recurrir que tienen todas las personas y que 

incluso es un derecho que establecen instrumentos internacionales, atendiendo a la 

disposición constitucional del numeral 7, literal m, artículo 76, el Servicio de Rentas 

Internas en el caso propuesto ejerce su derecho a recurrir el fallo dictado por la Jueza en 

relación a la acción de protección presentada por el señor Augusto Gonzales. 

 

Es importante señalar que la decisión adoptada en segunda instancia se fundamenta 

en la protección otorgada por el Estado. Los derechos implican la posibilidad de decidir 

recibir o no algo, así como de llevar a cabo determinadas acciones. En esta instancia, se 
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debatió sobre las posibles vulneraciones de los derechos fundamentales relativos a la 

libertad de movimiento y seguridad jurídica. 

 

En relación a la violación del derecho a la seguridad jurídica, los jueces 

constitucionales argumentaron que esta garantía es fundamental para garantizar un trato 

igualitario para todos los ciudadanos en la aplicación de la ley y proteger contra posibles 

abusos y arbitrariedades por parte del Estado. La seguridad jurídica garantiza que todas 

las actuaciones se realicen de acuerdo con la Constitución y las leyes establecidas 

previamente, siendo aplicadas de manera adecuada por las autoridades competentes. Su 

objetivo principal es asegurar el estricto cumplimiento de las normas del ordenamiento 

jurídico, generando certeza en relación al respeto a la Constitución, los tratados 

internacionales y la legislación, así como a todas las fuentes del derecho. 

 

Sin embargo, en segunda instancia se afirmó que el derecho a la libertad de 

movimiento y libre tránsito establecido en la Constitución solo puede ser restringido por 

orden de un juez competente. En la Ley Orgánica de Movilidad Humana se detalla aún 

más este derecho y se establece que cualquier restricción debe ser impuesta por una 

autoridad judicial y no administrativa. En el caso específico, el contribuyente ha sido 

objeto de un proceso coactivo debido a su incumplimiento de obligaciones tributarias y 

se le ha impuesto una medida cautelar que prohíbe su salida del país. Sin embargo, es 

importante destacar que dicha medida ha sido impuesta por un funcionario ejecutor de la 

administración tributaria y no por un juez competente. Esto vulnera los derechos de 

seguridad jurídica y libre tránsito y movilidad del contribuyente, ya que el derecho de 

libre movilidad solo puede ser restringido por una orden judicial. Así, se puede concluir 

que la medida cautelar impuesta en este caso es arbitraria y viola los derechos 

constitucionales del contribuyente. Razón por la cual la Corte provincial rechaza el 

recurso de apelación interpuesto por el Servicio de Rentas Internas. 

 

Procedimiento ante la Corte Constitucional 

 
Como fue evidente en las decisiones adoptadas por la administración de justicia 

competente en cuanto a la acción de protección presentada por el señor Augusto 

Gonzales, se determinó que el funcionario ejecutor del Servicio de Rentas Internas ostenta 

funciones de carácter administrativo y no tiene la potestad jurisdiccional para limitar los 
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derechos del obligado, teniendo de acuerdo al principio de unidad jurisdiccional no se 

encuentra embestido de potestad jurisdiccional de administrar justicia ni mucho menos 

pertenece a los órganos jurisdiccionales de la Función Judicial, ya que depende de una 

entidad pública. 

 

Conforme la disposición del artículo 428 de la Constitución de Ecuador (2008), los 

jueces tienen la autoridad para someter a análisis la constitucionalidad de una norma, ya 

sea de forma voluntaria o a petición de parte. La Corte Constitucional tiene potestad para 

realizar un control respecto de la constitucionalidad de las normas infra constitucionales 

con el objetivo de asegurar que las leyes se apliquen de manera acorde a lo dispuesto en 

la Constitución. Los jueces tienen la obligación de aplicar directamente las disposiciones 

constitucionales, sin necesidad de regulaciones de menor jerarquía. En caso de existir 

dudas fundamentadas sobre la constitucionalidad de una norma, el juez tiene la facultad 

de detener el proceso y enviar el expediente a la Corte Constitucional para que esta pueda 

analizarlo. En caso de que la Corte no se pronuncie dentro de un plazo determinado, el 

proceso continuará, pero su decisión no tendrá efecto retroactivo si se emite más tarde, 

además, en el caso de que la norma impugnada sea resuelta en sentencia, no se suspenderá 

el proceso. 

 

Con la facultad que le otorga la norma suprema la jueza competente, realizo una 

consulta del artículo 164 del Código Tributario que se refiere a la prohibición de salida 

del país sin previo trámite. La jueza considera que esta disposición es contraria a la 

Constitución de la República del Ecuador (2008), ya que el numeral 14 del artículo 66 

establece que solo un juez competente puede ordenar la prohibición de salida del país. 

 

Como se mencionó previamente, las responsabilidades de un funcionario ejecutor 

no son las mismas que las de un juez. Se enfatizó que la autoridad judicial, definida en la 

Constitución de la República de Ecuador y en el Código Orgánico de la Función Judicial, 

no puede equipararse con las funciones de un ejecutor. La jueza resaltó que el derecho a 

la movilidad o libre tránsito está protegido por la constitución y por acuerdos 

internacionales, y representa una limitación para otras acciones del poder público; por lo 

tanto, la Constitución de la República de Ecuador es clara al normar que únicamente un 

juez tiene la competencia para restringir este derecho. 
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De la misma manera, es imprescindible tener en cuenta los varios pronunciamientos 

de la Corte Constitucional con respecto a las funciones de los conocidos jueces de 

coactivas, ya que, de acuerdo con la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012), la Corte 

Constitucional determino que, el artículo 164 del Código Tributario no viola el derecho a 

la movilidad humana o libre circulación, ya que los funcionarios encargados de ejecutarlo 

tienen una facultad jurisdiccional que emana de la administración. Sin embargo, en otros 

fallos como en la (Sentencia N.° 156-12-SEP-CC, 2012), la Corte determinó que los 

funcionarios de cobranzas no tienen el poder de ejercer jurisdicción, sino que desempeñan 

funciones administrativas. De este modo, se puede sostener que el empleo del artículo 

164 del Código Tributario podría vulnerar el principio de seguridad jurídica, puesto que 

un juez podría emitir una medida cautelar de prohibición de salida del país basándose en 

una normativa subordinada a la Constitución y en la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 

2012)de la Corte Constitucional. 

 

De acuerdo a la argumentación vertida por la jueza consultante, recalcó la 

importancia de que la Corte Constitucional emita una declaración para proteger los 

derechos humanos no solo del demandante en este caso específico, sino también de todos 

los ciudadanos ecuatorianos. Esto permitiría eliminar cualquier contradicción o conflicto 

surgido por las decisiones previas de la Corte Constitucional en diferentes momentos. Ya 

que existen pronunciamientos, pero no determinan la realidad de la inconstitucionalidad 

de la frase en consulta. Puesto que, en primer lugar, Resolución N.º. 0425-2007-RA de la 

Corte Constitucional determinó que, la naturaleza de la coactiva es administrativa, lo cual 

implica que se enmarca dentro de las funciones propias de la administración. 

 

En la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012)se estableció que el funcionario 

ejecutor tiene la capacidad de ejercer jurisdicción, pero no cuenta con la potestad 

jurisdiccional propia del sistema judicial, sino una facultad administrativa. La jueza 

consultante también hace alusión a la (Sentencia N.° 156-12-SEP-CC, 2012) de la Corte 

Constitucional, donde se aclara que los funcionarios encargados de recaudar impuestos 

no son considerados jueces y carecen de facultades judiciales. Por otro lado, la Sentencia 

N.º. 130-13-SEP-CC señala que las resoluciones del funcionario recaudador no tiene 

carácter de sentencias definitivas y se fundamentan en el principio de autotutela 

administrativa (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 
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Problemas jurídicos planeados 

 
La (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022) analiza si el artículo 164 del Código 

Tributario afecta los derechos de libre circulación, movilidad, principio de unidad 

jurisdiccional y seguridad jurídica. Se plantean dos problemas legales para determinar si 

la restricción de salida del país, decretada por un funcionario ejecutor de coactivas, 

vulnera el contenido del numeral 14 del artículo 66 de la Constitución, que requiere que 

dicha medida sea ordenada por un juez competente. El funcionario ejecutor de coactivas 

se atribuye competencias jurisdiccionales que no le corresponden al ordenar una medida 

cautelar, lo cual se ve afectado en varios derechos. 

 

Primer problema jurídico 

 
¿La frase el “arraigo o prohibición de salida” sin trámite previo contenida en el 

artículo 164 del Código Tributario es contraria al principio de unidad jurisdiccional 

contemplado en la Constitución? (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

De acuerdo con lo expuesto por la Corte, teniendo en cuenta el contenido de la 

norma suprema reconoce la importancia del control judicial como la única forma en la 

que el Estado puede limitar el goce de los derechos la movilidad humana y la libre 

circulación, evitando así conductas arbitrarias. La (Observación General 27, 1999) del 

Comité de derechos Humanos de Naciones Unidas advierte que muchas veces las normas 

y medidas administrativas de los Estados afectan negativamente el derecho de las 

personas a salir de su propio país. Es esencial que los países proporcionen información 

detallada sobre las restricciones legales y prácticas que aplican a sus ciudadanos y a los 

extranjeros. Además, el Comité destacó que ninguna limitación puede afectar el núcleo 

central del derecho y que las leyes que permiten restricciones deben establecer criterios 

claros y no dar un poder discrecional ilimitado a quienes las aplican. 

 

La Corte Constitucional recalca que en Ecuador solo un juez competente puede 

imponer restricciones a la movilidad y libertad de circulación. Por lo tanto, es 

fundamental determinar si los funcionarios encargados de implementar la medida de 

"arraigo o prohibición de salida" del país, de acuerdo con el artículo 164 del Código 

Tributario, están desempeñando funciones judiciales de acuerdo con lo establecido en la 
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Constitución. Según la separación de poderes del Estado, la autoridad para administrar 

justicia proviene del pueblo y se lleva a cabo a través de los órganos de la Función Judicial 

y otros entes y funciones establecidos en la Constitución de la República del Ecuador 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Según el artículo 168 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), la 

unidad jurisdiccional garantiza y prohíbe que ningún funcionario de las ramas del Estado 

ejecuten funciones de administración de justicia ordinaria, aunque hay excepciones 

permitidas por la Constitución. La jurisdicción se refiere a la función pública realizada 

por los órganos estatales competentes siguiendo los procedimientos legales establecidos, 

la potestad de administrar justicia se basa en la soberanía popular y es conferida al Estado 

y a sus órganos por parte del pueblo. Esta atribución se basa en la renuncia a ejercer la 

justicia de forma individual y en la remisión de los conflictos a una autoridad imparcial, 

independiente y definida. Por tanto, la Constitución de la República del Ecuador establece 

las entidades y personas responsables de administrar la justicia, dada la naturaleza 

excepcional y exclusiva de esta tarea. 

 

De acuerdo con la explicación de la Corte Constitucional, la unidad jurisdiccional 

se basa en el principio de exclusividad, el cual establece que solo los jueces y magistrados 

del poder judicial deben administrar justicia. Esto significa que ninguna entidad o 

individuo puede ejercer la función jurisdiccional fuera de este marco. La Constitución de 

Ecuador reconoce el principio de autoridad exclusivamente para los jueces, tribunales e 

instituciones previstas en la misma, limitando el ejercicio de esta autoridad a dichas 

entidades (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

En Ecuador, las instituciones encargadas de ejercer jurisdicción están claramente 

diferenciadas para asegurar el principio de unidad y exclusividad jurisdiccional. Solo los 

jueces designados de acuerdo con la normativa constitucional y legal tienen la autoridad 

para ejercer jurisdicción, ya que su autoridad deriva de la Función Judicial. Además, 

existen otros organismos como la Corte Constitucional, el Tribunal Contencioso 

Electoral, los tribunales de conciliación y arbitraje, y la justicia indígena, cada uno con 

sus propias competencias y particularidades, pero sin jurisdicción de la Función Judicial 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 
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Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en la (Sentencia N.° 009-12- 

SIN-CC, 2012) del 17 de abril de 2012, se estableció que los funcionarios encargados de 

la cobranza coactiva ejercen una "jurisdicción coactiva" y se les conoce como "jueces de 

coactiva". En este fallo se reconoce que estas personas tienen funciones similares a las de 

los jueces, aunque esta calidad no proviene de la Función Judicial, sino de la 

Administración. En la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012) del 17 de abril de 2012, se 

concluyó que los funcionarios encargados de la jurisdicción coactiva no son considerados 

jueces, sino empleados del gobierno responsables de la recaudación de impuestos. Por lo 

tanto, el acto de autoridad que llevan a cabo no implica la administración de justicia y no 

se realiza en el marco de un proceso legal. Esta posición se basa en el hecho de que en el 

procedimiento coactivo no se lleva a cabo un juicio propiamente dicho, sino que solo 

interviene el sujeto coaccionado y el funcionario que representa a la administración 

tributaria. Por lo tanto, el funcionario ejecutor es simplemente un servidor del gobierno y 

no tiene poderes judiciales. 

 

Es decir, la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012) estableció que los ejecutores 

tienen una jurisdicción especial, mientras que la (Sentencia N.° 156-12-SEP-CC, 

2012)dictaminó que los funcionarios ejecutores no tienen jurisdicción, sin importar la 

naturaleza de la obligación, ya sea tributaria o no. Sin embargo, las sentencias No. 129- 

13-SEP-CC y No. 130-13-SEP-CC confirmaron el criterio de la sentencia No. 156-12- 

SEP-CC, dejando claro que el funcionario ejecutor no tiene poder jurisdiccional ya que 

no hay un litigio sino un proceso administrativo para hacer efectivo el pago a las 

instituciones públicas. Este criterio ha sido establecido como precedente constitucional y 

ha sido fundamental para aclarar cuestiones procesales relacionadas con las garantías 

jurisdiccionales (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

En la misma línea de jurisprudencia, la Corte Constitucional hace referencia a la 

sentencia No. 60-11-CN/20 y casos afines, en la que se ratificó que la facultad coactiva 

no es sinónimo de competencia judicial, esto debido que, la base de la jurisdicción y 

competencia es el principio de unidad jurisdiccional, del cual se desprende que 

únicamente las Cortes, Tribunales y Juzgados del Sistema Judicial tienen la competencia 

para administrar justicia, salvo que expresamente se les haya conferido esta facultad a 

otros organismos. En dicha sentencia se estableció que el funcionario encargado de la 
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ejecución posee únicamente "una atribución específica regulada por la ley en el ámbito 

administrativo, vinculada con la recuperación de créditos o deudas públicas" (Sentencia 

No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Además, la sentencia aclaró que a pesar de que la ley se refiera a este funcionario 

como "juez", esto no implica que realmente lo sea, ya que sus funciones están establecidas 

en la normativa sub constitucional. La Corte Constitucional manifestó que, en el derecho 

no se deben hacer análisis basados únicamente en nombres o denominaciones, sino en los 

contenidos, teniendo en cuenta que incluso el COA como el Código Tributario ya no le 

dan al funcionario encargado de las tareas de recaudación la denominación de "juez". 

 

Por lo tanto, como ya se mencionó, la Corte Constitucional ha establecido 

previamente las funciones del ejecutor y ha dejado en claro que no tiene potestad 

jurisdiccional. Sin embargo, recientemente ha cambiado su argumentación al considerar 

que el ejecutor debe tener facultades relacionadas con la unidad jurisdiccional. A pesar 

de esto, la Corte Constitucional reconoce que la sentencia N.º. 009-12-SIN-CC, que 

declaró la compatibilidad del artículo 164 del Código Tributario con el numeral 14 del 

artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, es algo definitivo y no puede 

ser cuestionada (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Sin embargo, es importante señalar que la primera norma que establece las 

facultades del funcionario encargado de ejecutar estas acciones se encuentra en el Código 

Tributario. De acuerdo con el artículo 157 de esta ley, la administración tributaria tiene 

la autoridad para llevar a cabo la acción coactiva con el fin de cobrar créditos tributarios, 

incluyendo intereses, multas y otros recargos. El artículo siguiente establece que esta 

acción debe ser realizada exclusivamente por funcionarios recaudadores o ejecutores. Sin 

embargo, no se debe dejar de lado que, la acción coactiva es una facultad propia de la 

administración pública, basada en el principio de autotutela administrativa. Esto significa 

que la administración tiene el privilegio de determinar derechos y obligaciones y asegurar 

su cumplimiento sin recurrir a la justicia. 

 

El funcionario ejecutor de esta acción no es parte del poder judicial ni tiene 

facultades jurisdiccionales, sino que pertenece a la administración y se rige por la 
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legislación tributaria. Su objetivo no es buscar justicia, sino cobrar deudas fiscales para 

garantizar los intereses generales relacionados con la autotutela administrativa. 

 

La Corte Constitucional destaca la modificación del artículo 158 del Código 

tributario, realizada el 22 de mayo de 2015, donde se establece que solo los funcionarios 

recaudadores de las administraciones tributarias pueden llevar a cabo la acción coactiva. 

Además, también se estableció que, como norma suplementaria, se regirán a las 

disposiciones del Código Orgánico General de Procesos. Además, las autoridades 

tributarias tienen la facultad de designar recaudadores especiales y otorgarles autoridad 

para ejercer la acción coactiva en las áreas territoriales que consideren necesarias 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Por lo que la Corte menciono que, en las reglas del Código Tributario, los ejecutores 

no tienen la facultad de ejercer jurisdicción, sino que se dedican principalmente a llevar 

a cabo acciones coactivas para recaudar impuestos. Además, no son considerados jueces, 

sino simplemente funcionarios encargados de recaudar. Esta misma idea se encuentra 

presente en el Código Orgánico Administrativo desde el 2017, el cual es una norma 

supletoria al Código Tributario. El COA establece que los funcionarios encargados de 

llevar a cabo la acción coactiva son empleados recaudadores de las instituciones 

correspondientes. Además, es menester mencionar que, la misma Corte Constitucional en 

cuanto a su análisis ha precisado que la acción coactiva es de carácter administrativo y no 

jurisdiccional, a pesar de que algunas corrientes de pensamiento lo hayan considerado 

como cuasi jurisdiccional, también se tales funcionarios tienen competencia 

administrativa y no judicial. Incluso, la ley permite que esta facultad sea delegada a 

abogados en ejercicio independiente, lo que ha contribuido a eliminar ciertos conceptos 

erróneos que aún persisten en relación a que los ejecutores son jueces de coactiva. 

 
De acuerdo con la decisión de la Corte Constitucional analizada anteriormente, se 

concluyó que el funcionario ejecutor carece de facultades para administrar justicia o 

ejercer jurisdicción. Por lo tanto, el funcionario ejecutor no puede imponer medidas como 

el arraigo o la prohibición de salida sin seguir un proceso previo. En este sentido, la 

disposición del artículo 164 del Código Tributario que otorga esta facultad al funcionario 
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no es compatible con la Constitución, ya que éste requeriría de un procedimiento previo 

antes de poder aplicar dichas medidas. 

 

Segundo problema jurídico 

 
¿La frase el “arraigo o prohibición de salida” sin trámite previo contenida en el 

artículo 164 del Código Tributario es incompatible con el derecho a la seguridad jurídica? 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Es preciso enfatizar que tanto el primer problema jurídico como el segundo hacen 

referencia a la incompatibilidad de una norma infra constitucional con las disposiciones 

establecidas en la Constitución de la República del Ecuador, es decir, existe un sentido 

netamente legal respecto de la interpretación y contenido de la norma, aspectos que 

transforman el alcance de la norma que desarrollan los derechos constitucionales, 

convirtiendo en una norma que transgrede los derechos a la libertad y Seguridad jurídica, 

lo cual deja ver claramente que el Estado mediante el ente legislativo no cumplen con su 

objetivo de proteger los derechos de las personas de manera eficaz. 

 

En el segundo escenario, se destaca que el artículo 82 de la Constitución de Ecuador 

garantiza la seguridad jurídica, el cual, su fundamento es el respeto a la norma suprema y 

a la determinación de normas claras y aplicadas por autoridades competentes. La 

seguridad jurídica tiene como propósito principal asegurar un marco legal predecible, 

estable y coherente que facilite a las personas anticipar las normas aplicables en 

situaciones específicas, previniendo la arbitrariedad y garantizando que todas las 

entidades públicas, especialmente las judiciales, cumplan con las disposiciones y respeten 

los derechos consagrados en la Constitución de Ecuador (Sentencia No. 8-19-CN/22, 

2022). 

 

La jueza consultante manifestó que, se permite a través de una norma infra 

constitucional que un funcionario sin competencia ordene el arraigo o prohibición de 

salida del país, vulnera el derecho a la seguridad jurídica. Además, argumentó que en el 

caso en particular existe confusión sobre si el funcionario en cuestión tiene una 

jurisdicción especial o si simplemente ejerce atribuciones administrativas. Lo cual genera 

incertidumbre jurídica. Sin embargo, teniendo en cuenta que en el primer problema 
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jurídico la Corte Constitucional concluyo que, el funcionario ejecutor, encargado de 

recaudar créditos tributarios, no tiene la facultad de restringir un derecho que solo puede 

ser otorgado por un juez. Esta interpretación se basa en el hecho de que el funcionario 

ejecutor no ejerce jurisdicción, sino acción coactiva. Por lo tanto, la frase del Código 

Tributario que permite al funcionario ejecutor restringir un derecho no es compatible con 

la concepción de seguridad jurídica, ya que se otorga poder a una autoridad que no tiene 

la competencia para hacerlo. 

 

Por lo tanto, la falta de claridad en relación a qué precedentes o razonamientos 

constitucionales aplicar en este caso generó confusión e inseguridad jurídica. La Corte 

determina que el funcionario encargado no tiene la facultad para prohibir la salida del 

país o imponer arraigo, lo cual es incompatible con la Constitución de Ecuador. 

 

Por consiguiente, la Corte Constitucional en sus disposiciones adicionales 

estableció que, si bien es cierto, en materia tributaria las medidas cautelares permiten que 

la administración pública otorgue servicio público de calidad, en caso de que los 

obligados a solventar la prestación tributaria no cumplan, se deben establecer medidas 

idóneas y proporcionales, teniendo en cuenta que existen medidas reales y personales. La 

Corte Constitucional señala que hay una diferencia en la manera en que se regulan las 

medidas cautelares para los funcionarios ejecutores de la administración tributaria y del 

COA. 

 

Mientras que el funcionario de la administración tributaria puede emitir medidas 

cautelares directamente, el funcionario del COA necesita solicitar al juez una medida 

cautelar de prohibición de salida del país. Es decir, la ley faculta para que el funcionario 

del COA pueda solicitar al juez de contravenciones competente en el lugar donde se 

llevará a cabo el procedimiento administrativo, y es este juez quien determinará la 

legalidad de la medida cautelar (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Además, la Corte Constitucional reconoce que al evaluar si una norma es 

constitucional, se debe pensar en su duración en el sistema legal y que la declaración de 

inconstitucionalidad debe ser el último recurso. Por lo tanto, creo que es necesario incluir 

ciertas disposiciones para que la norma esté acorde con la Constitución de la República 

del Ecuador. En consecuencia, el artículo 164 se modificó de la siguiente manera: “El 
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arraigo o prohibición de ausentarse del país podrá ser solicitada por el funcionario 

ejecutor ante la autoridad judicial competente, en este caso, ante el Tribunal Distrital de 

lo Contencioso Tributario” (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Lo cual significa que, los Tribunales Distritales de lo Contencioso Tributario tienen 

la responsabilidad de decidir si es necesario imponer el arraigo o la prohibición de salida 

del país, con el fin de proteger los derechos de las personas y garantizar la legalidad de 

los actos administrativos en materia tributaria. Por lo tanto, deben analizar 

minuciosamente si se ha cumplido con la obligación de pago antes de tomar medidas 

personales, sin necesidad de un trámite previo. El funcionario encargado de la ejecución 

puede solicitar al tribunal competente que se imponga el arraigo o la prohibición de salida 

del país. La Corte Constitucional ha resaltado la importancia de garantizar que las 

medidas tomadas durante el proceso de ejecución sean proporcionales. Si la legalidad de 

estas medidas es impugnada por la persona afectada y se determina en una sentencia 

definitiva que fueron tomadas de forma ilegal, el funcionario encargado de la ejecución 

será responsable por los daños causados, sin perjuicio de posibles consecuencias penales. 

 

Resolución 

 
De acuerdo con la argumentación establecida por las partes en relación con la 

acción de protección que deviene de los antecedentes del caso y que impulso a la jueza 

consultante solicitar la inconstitucionalidad de la frase “arraigo o prohibición de salida 

del país” otorgada sin trámite previo por el funcionario ejecutor del artículo 164 del 

Código Tributario. La Corte Constitucional evidencio que, en efecto, la frase en consulta 

estaba incurriendo en el alcance del derecho a la liberta que forma parte de uno de los 

Derechos Humanos más importantes que tiene el individuo, derecho reconocido en 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos y desarrollado en la Constitución del 

Ecuador del 2008, sobre la cual recae el derecho al libre tránsito y movilidad, mismo que 

se ve quebrantado pese a su reconocimiento en el numeral 14 del artículo 66 de la norma 

suprema. 

 

La Corte Constitucional evidenciando la contradicción entre una norma de carácter 

infra constitucional y las disposiciones de la Constitución de la República del Ecuador, 

resolvió declarar la inconstitucional de la frase elevada a consulta, es decir el artículo 
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164 del Código Tributario, disponiendo su modificación por la frase: El arraigo o 

prohibición de ausentarse del país podrá ser solicitada por el funcionario ejecutor ante la 

autoridad judicial competente, en este caso, ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Tributario. (…)” (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). 

 

Análisis crítico de la Sentencia de la Corte Constitucional 

 
Es importante considerar que la Sentencia No. 8-19-CN/22 ha sido de gran impacto 

dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, ya que, ha permitido evidenciar las 

falencias que el ente legislativo ante la creación de una norma de carácter orgánico ignoro 

las disposiciones constitucionales, afectando al efectivo goce y ejercicio de los derechos 

de los ciudadanos y sobre todo poniendo en tela de duda la eficacia de la justicia de 

nuestro país, lo cual ha permitido exteriorizar acerca del desconocimiento en cuanto al 

respeto a la jerarquía normativa. 

 

La problemática planteada por la jueza consultante ante la Corte Constitucional se 

centra en la contradicción entre la supremacía constitucional de la Constitución de la 

República del Ecuador y la normativa del artículo 164 del Código Tributario ecuatoriano. 

Este artículo establece la posibilidad de imponer medidas como el "arraigo o prohibición 

de ausentarse del país" sin un trámite previo, lo cual constituye una vulneración de los 

derechos de libertades consagrados en el artículo 66 de la Constitución (Sentencia No. 8- 

19-CN/22, 2022). 

 

Es claro entender que, de acuerdo con el artículo 424 menciona que, la Constitución 

de la Republica del Ecuador es la norma suprema, por lo tanto, todas las normas inferiores 

a la Constitución de la República del Ecuador deberán guardar armonía con las 

disposiciones constitucionales. Sin embargo, si analizamos el problema planteado en la 

sentencia de análisis, partiendo desde lo normado en el numeral 14 del artículo 66 de la 

norma suprema, donde garantiza que la prohibición de ausentarse del país solamente 

puede ser ordenada por un juez competente, en procura de no vulnerar el derecho a la 

libertad de tránsito de una persona, pero el Código Tributario en su artículo 164 

manifestaba que el ejecutor podía ordenar el arraigo o prohibición de ausentarse del país 

sin trámite previo (Asamblea Nacional del Ecuador, 2005), dejando en evidencia que la 
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ley orgánica carecía de eficacia jurídica al normar disipaciones contrarias a la 

Constitución de la República del Ecuador. 

 

La Corte Constitucional, como máximo órgano de control y administración de 

justicia constitucional según la Constitución de la República del Ecuador, ha declarado la 

inconstitucionalidad del artículo 164 del Código Tributario en la Sentencia No. 8-19- 

CN/22. Aunque la Corte ha abordado este tema en diversas ocasiones, esta última decisión 

destaca su compromiso con garantizar que las normas infra constitucionales respeten 

plenamente la Constitución. 

 

En primer momento, la Corte Constitucional tuvo conocimiento de un caso similar 

a través de una acción extraordinaria de protección seguida por el Banco del Pacifico S.A. 

en contra de una decisión dictada por los jueces de la Primer Sala de los Laboral, Niñez 

y Adolescencia de la Corte Provincial del Guayas en una acción de protección dicta la 

Sentencia No. 156-SEP-CC. De los antecedentes de la sentencia de primera instancia se 

logra verificar que los administradores de justicia tenían una idea errada, sobre una 

posible similitud entre los juicios coactivos y los juicios ordinarios otorgando a los jueces 

de coactivas funciones jurisdiccionales. 

 

Es evidente que existe un cambio evolutivo de la norma que respalda lo que la 

Sentencia No. 8-19-CN/22 decidió, ya que, el derogado Código de Procedimiento Civil 

haciendo alusión al análisis de la Corte en la Sentencia No. 156-SEP-CC, reconocía la 

jurisdicción coactiva en el artículo. 941, el objetivo era hacer efectivo el pago de las 

deudas que se tenía con las instituciones que se rigen por el procedimiento coactivo e 

instituciones del Estado. En el artículo 942 se designaba a los funcionarios recaudadores 

como jueces de coactiva, pero aclaraba que su función era de naturaleza administrativa y 

que, a pesar de ser llamados jueces, no tenían jurisdicción propiamente dicha. Por lo tanto, 

la Corte Constitucional concluye que en realidad no existe una verdadera jurisdicción en 

estos casos, sino una autoridad administrativa para llevar a cabo un proceso de ejecución 

coercitiva. Esto permitía a las entidades públicas recuperar los montos adeudados por 

diversas razones. 

 

La Corte Constitucional dedujo que, resulta contrario a los principios del derecho 

Procesal incluir lo que se llama "jurisdicción coactiva" y considerar a quienes la ejercen 
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como "jueces", ya que en realidad se trata de empleados administrativos de instituciones 

estatales. Estos empleados no pueden ser considerados jueces, ya que representan a la 

institución que reclama el pago. La jurisdicción coactiva es un procedimiento 

administrativo ejecutado por funcionarios que pertenecen a la Administración Pública 

para el cobro de deudas públicas, no por jueces. Se trata de una forma de autotutela 

administrativa en su fase ejecutiva. 

 

La naturaleza del proceso coactivo es administrativa, según la Corte Constitucional, 

este no puede equipararse a un proceso jurisdiccional, porque se lleva a cabo por 

funcionarios administrativos sin poder jurisdiccional. El procedimiento coactivo no 

provoca un juicio ni una sentencia de conocimiento, sino que su objetivo es ejecutar una 

orden de cobro de una obligación monetaria a favor de la administración. Se basa en el 

principio de que los actos administrativos deben llevarse a cabo de manera obligatoria y 

no puede considerarse como un nuevo juicio debido a su carácter legal. 

 

Por lo que, la Corte Constitucional en la (Sentencia N.° 156-12-SEP-CC, 2012), 

finalmente decide declarar la vulneración de los derechos solicitados por el accionante, 

puesto que, la sentencia ha provocado una vulneración de la seguridad jurídica al 

atribuirle al procedimiento coactivo una naturaleza jurídica que no le corresponde. Se le 

ha dado un carácter jurisdiccional, cuando en realidad es un procedimiento administrativo 

en el cual no se lleva a cabo un juicio ni se emite una sentencia propiamente dicha. 

Además, el verdadero proceso legal comienza con el juicio de excepciones a la coacción, 

el cual es llevado a cabo por los jueces habituales. 

 

Por otro lado, en la (Sentencia N.° 009-12-SIN-CC, 2012)donde se solicitó a la 

Corte Constitucional artículo 164 en la misma frase de “arraigo o prohibición de salida 

del país” sin trámite previo del Código Tributario (2005) dentro de la Sentencia No. 8- 

19-CN/22, en el Caso No. 8-19-CN de fecha 27 de enero del 2022, donde la Corte 

Constitucional declaro la inconstitucionalidad de la frase "el arraigo o la prohibición de 

ausentarse" sin trámite previo, que se encontraba en el artículo 164 del Código Tributario 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022). La razón de esta decisión se basa en que dicha frase 

va en contra del principio de unidad jurisdiccional y del derecho al libre tránsito y a la 

seguridad jurídica. Como el funcionario encargado no tiene la capacidad para impartir 
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justicia, sino que solo tiene competencias en materia de recaudación tributaria bajo el 

principio de legalidad, permitirle ordenar el "arraigo o prohibición de ausentarse" sin un 

procedimiento previo sería concederle un poder para el cual no está autorizado. 

 

La Corte Constitucional reitera que la capacidad del funcionario de impedir la salida 

del país o imponer el arraigo va en contra del derecho a la seguridad jurídica. Según la 

Corte Constitucional, esta decisión no puede ser tomada por un funcionario no 

competente. Por lo tanto, el funcionario ejecutor debe primero tomar medidas alternativas 

y, solo si estas no son efectivas, solicitar una medida cautelar personal al juez competente. 

 

Por otra parte, al otorgarle funciones que no le competen al funcionario ejecutor, la 

Corte Constitucional evidencio que existe la vulneración al principio de unidad 

jurisdiccional. Puesto que, de acuerdo con el principio de unidad jurisdiccional 

establecido en la Constitución del Ecuador en el artículo 167 y numeral 3 del artículo 168, 

la función de administrar justicia corresponde exclusivamente a los órganos de la Función 

Judicial y a otros órganos y funciones específicamente reconocidos en la Constitución de 

la República del Ecuador. 

 

Ningún otro órgano del Estado puede asumir tareas de administración de justicia 

ordinaria, a menos que estén expresamente autorizados por la Constitución. En 

consecuencia, se puede afirmar que el funcionario ejecutor carece de la facultad de ejercer 

funciones judiciales, ya que no posee la jurisdicción propia de la Función Judicial ni está 

reconocido como un sujeto con competencia jurisdiccional en la Constitución. 

 

Al comprobarse que el funcionario a cargo de la ejecución de medidas no es un 

juez, tampoco ejerce funciones jurisdiccionales, sino que únicamente tiene 

responsabilidades relacionadas con la recaudación de impuestos bajo el principio de 

legalidad, se ha concluido que la disposición del Código Tributario que autoriza al 

funcionario a ordenar el "arraigo o prohibición de ausentarse" sin previo proceso es 

incompatible con la Constitución de la República del Ecuador. Esto se debe a que le 

otorga a dicho funcionario una facultad que no posee y vulnera el principio de unidad 

jurisdiccional. Por lo tanto, esta disposición contradice el principio de seguridad jurídica 

establecido en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador 
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Esto se debe a que este funcionario no está facultado para tomar decisiones que 

restrinjan este derecho, ya que esta competencia recae en otra autoridad competente. 

Actualmente después de la emisión de la Sentencia No. 8-19-CN/22, se reformo el 

artículo 164 del Código Tributario, en el que se estableció. El arraigo o prohibición de 

ausentarse del país podrá ser solicitada por el funcionario ejecutor ante la autoridad 

judicial competente, en este caso, ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario. 

(…)” (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022) . 

 

CONCLUSIONES 

 
 

En cuanto, al primer objetivo planteado en la presente investigación, se puede 

deducir que, la doctrina con respecto al derecho a transitar libremente provine del antiguo 

derecho romano donde se reconocía el ius migratorium e ius movendi et ambulandi, 

garantizando de tal manera la libertad de los ciudadanos a desplazarse a cualquier lugar. 

Por consiguiente, durante la evolución de los derechos, considerando que la libertad es 

uno de los pilares fundamentales para que el individuo se desarrolle en plenitud, se 

reconoce el derecho a la libre circulación en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos (1948) en el artículo. 13, disposición internacional que es reconocida en la 

Constitución de la República del Ecuador (2008) en el numeral 14 del artículo 66. 

 

En cuanto a los autores citados en la investigación, el derecho a salir del país no 

puede estar condicionada, sin embargo, si las normas internas implementan restricciones 

al libre tránsito, movilidad o circulación deben estar basados en criterios claros y precisos, 

compartibles con los Derechos Humanos. Puesto que, la única forma de limitar los 

derechos fundamentales es en primer lugar entendiendo que no todos los derechos son 

absolutos, por lo tanto, pueden ser limitados según las circunstancias, sea por 

competencia, de carácter internacional o por condiciones de carácter lógico. Pero es 

necesario entender que, si se traspasa los límites del derecho, la conducta ya no puede ser 

protegida por la ley. 

 

Por otro lado, haciendo referencia al objetivo dos planteado en la investigación que 

tenía como finalidad establecer la diferencia entre la jurisdicción coactiva y ordinaria, se 

dedujo que la jurisdicción ordinaria se ejecuta bajo el principio de unidad jurisdiccional, 
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lo cual les faculta a los órganos jurisdiccionales ejercer la jurisdicción, por lo tanto, el 

principio en mención se encuentra reconocido en la norma suprema dentro del numeral 

3, artículo 168 y su aplicación s esencial para garantizar la justicia y la seguridad jurídica. 

Este principio se considera una norma básica que orienta el funcionamiento adecuado de 

la estructura normativa. 

 

Por el contrario, respecto de la jurisdicción coactiva administrativa se evidencia que 

no encuentra claramente definida en la legislación ecuatoriana actualmente, a diferencia 

del derogado Código de Procedimiento Civil que reconocía la jurisdicción coactiva y 

otorgaba el título de jueces de coactivas a los funcionarios recaudadores. Sin embargo, 

conforme la doctrina se determina que en realidad se denomina un procedimiento 

administrativo de ejecución que las instituciones del Estado utilizan para el cobro de 

deudas. No es un proceso judicial, ya que únicamente actúan dos partes el Estado que es 

el interesado en cobrar la deuda y el deudor del crédito fiscal. Finalmente se determinó 

que, la jurisdicción coactiva actúa bajo el principio de autotutela de la administración 

pública, donde se deduce que, los actos administrativos tienen fuerza ejecutoria y la 

administración tiene la capacidad de hacerlos cumplir por sí misma. 

 

Por consiguiente, haciendo énfasis en el objetivo tercero en cuanto al análisis de la 

(Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022) respecto de la acción de inconstitucionalidad que 

solicitaba la jueza consultante al evidenciar que la disposición contenida en el artículo 

164 del Código Tributario sobre la frase “arraigo o prohibición de salida del país” sin 

trámite previo que vulneraba el derecho al libre tránsito, el análisis constitucional se basa 

en la línea jurisprudencial de los pronunciamientos que anteriormente la Corte 

Constitucional realizo sobre el mismo tema. De lo más trascendental, se puede evidenciar 

que existió una sentencia anterior en donde se solicitaba la inconstitucionalidad del 

mismo artículo, pero la Corte Constitucional considero improcedente ponderando que la 

jurisdicción coactiva por años se había denominado de tal manera y que si la norma les 

da atribuciones de jueces coactivos a los funcionarios recaudadores era en procura de 

garantizar la buena administración pública. 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional en la (Sentencia No. 8-19-CN/22, 2022) 

destacó que el funcionario ejecutor no tiene autoridad para administrar justicia, sino que 
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sus funciones se limitan a la recaudación tributaria bajo el principio de legalidad. Por lo 

tanto, la capacidad del funcionario ejecutor para ordenar el "arraigo o prohibición de 

ausentarse" sin pasar por un proceso previo va en contra de la Constitución de la 

República del Ecuador, ya que le otorga un poder del cual no está autorizado. Por lo que, 

la facultad del funcionario ejecutor es incompatible con la seguridad jurídica establecido 

en la Constitución, ya que dicho funcionario no es la autoridad competente para 

determinar restricciones a ese derecho. 

 

RECOMENDACIONES 

 
 

Ante la evidente falencia legislativa identificada no solamente en la Sentencia No. 

8-19-CN/22 sino con la acción de inconstitucionalidad respecto del mismo artículo en la 

Sentencia No. 009-12-SIN-CC de 2012. En primer lugar, la Corte Constitucional en la 

primera sentencia para declarar improcedente la acción de inconstitucionalidad baso su 

criterio en supuestos, considerando que la cultura de reconocer a los procesos coactivos 

como parte de la jurisdicción ordinaria son la base para que el artículo 164 norme y 

disponga funciones al ejecutor como juez de coactivas, ignorando que la Constitución no 

los reconoce como órganos envestidos de jurisdicción, después de incluso haber analizado 

en varias sentencias las funciones del ejecutor y determinar que no son análogas con la 

jurisdicción ordinaria, pasaron alrededor de 7 años para que la Corte Constitucional 

identifique realmente que una norma infra constitucional ignoraba las disposiciones 

constitucionales, y que por varios años se estaba vulnerando los derechos de los obligados 

tributarios. Es recomendable que, se inicie un control dentro de la Corte Constitucional 

para evaluar la capacidad de análisis jurídico en base a líneas jurisprudenciales, para que 

los miembros de la Corte Constitucional garanticen que las normas, reglamentos y otros 

guarden armonía con la Constitución. 

 

Por otro lado, en el ámbito normativo seria indispensable que se reconozca la 

jurisdicción coactiva, tal como sucedía en el drogado Código de Procedimiento Civil, 

especificando las directrices que los precedentes jurisprudenciales de la Corte 

Constitucional han establecido respecto de cuál es la función de esta jurisdicción y sobre 

todo establecer de manera clara y concisa en procura de la seguridad jurídica las funciones 
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que ejercen los ejecutores o denominados “jueces coactivos”, para evitar confusiones 

futuras. 
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